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Introducción

Este docum
ento ha sido elaborado a solicitud de la oficina de 

O
xfam

 en el Perú por encargo de O
xfam

 A
m

érica y N
ovib en 

el m
arco de la C

am
paña G

lobal por la Titulación C
olectiva que 

prom
ueve un avance significativo de en este cam

po. 

El caso docum
entado ha sido seleccionado porque ilustra de 

m
anera flagrante una situación en la que los intereses de la in-

dustria extractiva, priorizados por el Estado, han bloqueado 
por cuatro décadas el derecho constitucional de com

unidades 
Q

uechua del alto Pastaza a la protección de sus tierras con un 
título legal, lo han postergado, o han llevado a la constitución 
de títulos com

unales arbitrariam
ente fragm

entados
1. 

El caso ha sido elegido tam
bién porque frente a esta situación, 

la sostenida m
ovilización en los últim

os años de las organiza-
ciones de la Plataform

a “Pueblos Indígenas U
nidos en D

efen-
sa de sus Territorios” (PU

IN
A

M
U

D
T) de las llam

adas C
uatro 

C
uencas (Pastaza, C

orrientes, Tigre y M
arañón) –que integra 

la Federación Indígena Q
uechua del Pastaza FED

IQ
U

EP- ha 
conseguido, entre otros logros, evidenciar esos obstáculos, re-

1 C
abe señalar que el docum

ento no aborda las dim
ensiones progresivam

ente           
visibilizadas del daño am

biental y otras consecuencias agudizadas por la falta de 
seguridad territorial.

“El Estado peruano debería garantizar nuestros derechos 
así com

o garantiza las inversiones”

A
urelio C

hino D
ahua, presidente de FED

IQ
U

EP

m
over algunas barreras y com

prom
eter al Estado peruano en 

el año 2015 a financiar un am
plio plan de titulación en dicho 

ám
bito. Si bien este plan avanza con grandes tropiezos, parale-

lam
ente las com

unidades y sus federaciones han ido logrando 
a su vez el reconocim

iento del Estado y de la industria respecto 
de la titularidad ancestral sobre áreas excluidas. El caso de las 
com

unidades del alto Pastaza ilustra los esfuerzos llevados a 
cabo para revertir la situación de falta de garantías territoriales 
y los retos pendientes que tienen por delante. 

Lo señalado para el alto Pastaza –donde se concentran todas las         
dinám

icas y dim
ensiones de la situación de falta de garantías 

territoriales y los retos actuales- es válido en gran m
edida para 

las otras 3 cuencas, con algunas particularidades. En todas las 
cuencas las com

unidades se han visto afectadas por la im
posi-

ción de servidum
bres que han bloqueado la titulación integral 

de sus territorios y la falta de voluntad del Estado de avanzar 
con ese proceso. 

El levantam
iento de la inform

ación de cam
po y la docum

en-
tación de la evolución reciente de la situación territorial han 
sido llevados a cabo principalm

ente por M
ario Zúñiga; am

bos 
autores son responsables del análisis que no com

prom
ete insti-

tucionalm
ente a O

xfam
.



8
9

Políticas estatales a favor de la industria extractiva sobre territorio indígena
Políticas estatales a favor de la industria extractiva sobre territorio indígena

1
. E

x
is

te
n

c
ia

 d
e
 r

e
g

is
tr

o
s
 d

e
s
d

e
 la

 é
p

o
c
a

 p
r
e
h

is
p

á
n

ic
a

    

y
  c

o
lo

n
ia

l d
e
 lo

s
 a

s
e
n

ta
m

ie
n

to
s
 Q

u
e
c
h

u
a

 d
e
l P

a
s
ta

z
a
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Los pueblos indígenas de la cuenca del Pastaza han experim
en-

tado sucesivos procesos de desplazam
iento y relocalización 

desde épocas m
uy tem

pranas en el período colonial. Situados 
en una im

portante vía de com
unicación del circuito m

isional 
de M

ainas establecido en el siglo X
V

II, que vinculaba el H
ua-

llaga y M
arañón con la sede m

isional en Q
uito, Ecuador, y con 

M
oyobam

ba, Perú, estos pueblos fueron aún antes objeto de 
traslados hacia las encom

iendas situadas en la boca del río San-
tiago. Ya entonces se incluyó entre los indígenas de algunas en-
com

iendas a los Á
ndoa para quienes m

ás tarde los jesuitas fun-
daron en la prim

era década del siglo X
V

III la m
isión de Santo 

Thom
é de A

ndoas, originalm
ente situada en la confluencia del 

Pastaza y el B
obonaza

3. Pese a sus vicisitudes, el asentam
iento 

colonial prim
igenio de A

ndoas m
antiene para los Q

uechua un 
fuerte significado sim

bólico.

En esta y otras m
isiones los jesuitas incluyeron a segm

entos 
de otras naciones y em

plearon com
o lengua franca el idiom

a 
quechua. H

asta la década de 1950 subsistía en el alto Pastaza el 
idiom

a catsacati, de filiación lingüística zaparoana, del que hoy 
en día queda apenas un puñado de hablantes en la com

unidad 
quechua de V

iejo A
ndoas, el que le da una entonación particu-

lar y vocabulario a la variedad lingüística del quechua, o inga, 
que se habla en el alto Pastaza. En las m

isiones del m
edio y alto 

2 Estas notas sintéticas apuntan a proporcionar una aproxim
ación al lector a los          

com
plejos procesos de origen colonial que dan contribuido a dar form

a a la organi-
zación social y cultura Q

uechua del Pastaza.
3 D

onde actualm
ente pasa la línea de frontera entre Perú y Ecuador. A

ndoas fue          
reubicada varias veces en el periodo colonial y en el republicano y estuvo en algunos 
períodos bajo adm

inistración de la A
udiencia de Q

uito y posteriorm
ente Ecuador. 

Pastaza los m
isioneros jesuitas reunieron a fam

ilias designadas 
com

o G
aes y Shim

igaes, tam
bién de filiación zaparoana, traí-

das desde zonas interfluviales junto a los llam
ados R

oam
aina y 

a los G
uasagas (B

arclay, 2013). 

C
om

o varios otros pueblos indígenas quechua hablantes de 
Loreto y San M

artín que experim
entaron tem

pranos procesos 
de m

isionarización, esclavización, desplazam
ientos y pérdida 

dem
ográfica, el pueblo Q

uechua del Pastaza se ha conform
ado 

a partir de diversos com
ponentes sociales históricos. Lejos de 

significar esto que los Q
uechua del Pastaza son un sim

ple agre-
gado de poblaciones rem

anentes, a lo largo de varios siglos este 
pueblo ha experim

entado un “fenóm
eno de unificación cultural 

que perm
ite hablar de los Q

uechua del Pastaza com
o un grupo 

singular”, es decir un pueblo indígena con una identidad, cul-
tura y tradición propia (C

hirif &
 M

ora, 1977). Procesos equi-
valentes de quechuización y etnogénesis han sido docum

enta-
dos en otros pueblos de la región am

azónica (algunos de ellos 
vecinos), enfatizándose que no se trata de un proceso pasivo 
fruto únicam

ente de fuerzas externas, sino que debe entenderse 
com

o una estrategia de un sujeto colectivo. 
D

esde esta perspectiva se considera que la conform
ación de 

una cultura quechua “ha funcionado com
o am

ortiguador” fren-
te a los intensos procesos destructivos generados por los proce-
sos coloniales y m

ás tarde los ciclos extractivos que afectaron a 
las poblaciones locales (H

udelson, 1987; B
arclay, 2013). Estos 

procesos no presentan un ritm
o constante sino que han experi-

m
entado aceleraciones en el tiem

po debido a diversos factores. 
D

estaca tam
bién el hecho de que los pueblos con estas carac-

terísticas, com
o los Q

uechua del Pastaza, m
antienen un patrón 

de absorción cultural de m
iem

bros de otros grupos, razón por 
la que, por ejem

plo, apellidos que se asocian a otros conjuntos 
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culturales (de origen K
ukam

a, A
chuar, hispano, etc.) son con-

siderados netam
ente quechua junto a apellidos que derivan del 

núcleo duro de origen. 

Evidencias de antigua ocupación Q
uechua en esta región han 

sido hallados por arqueólogos tanto en el contexto de la realiza-
ción de estudios de im

pacto am
biental realizados por encargo 

de em
presas petroleras, com

o por el propio personal contratado 
por la D

irección R
egional A

graria de Loreto.

G
ráfico 1. E

l G
ran río M

arañon o A
m

azonas con la M
ission de la C

om
pa-

ñía de Jesús geográficam
ente delineado por el P. Sam

uel F
ritz M

issionero 
continuo en ese río, 1707

F
uente: C

entro de E
studios H

istóricos del E
jército 1992; fragm

ento. 

C
onsiderados “indios civilizados” en razón de su trayectoria 

m
isional, y en contraste con los llam

ados “salvajes” o “aw
ka”, 

los Q
uechua del Pastaza fueron tratados com

o fuente privile-

giada de m
ano de obra para las actividades extractivas de la re-

gión incluso hasta en la etapa republicana. C
on el advenim

ien-
to del ciclo de las gom

as a fines del siglo X
IX

, fueron objeto 
de intensiva explotación laboral hasta que el recurso vegetal se 
fue agotando en la cuenca, lo que indujo a los patrones extrac-
tores a procurar trasladarlos m

asivam
ente hacia nuevos frentes 

de extracción. Estos actos de fuerza ocurrían en un m
arco de 

absoluta carencia de derechos civiles por parte de la población 
indígena en la región (Santos G

ranero &
 B

arclay, 2015 ). 

N
uevos procesos de reconstitución étnica tuvieron lugar des-

pués del período del caucho con el retorno de los deportados y 
su búsqueda de refugio en los afluentes del Pastaza, para evitar 
tanto la conscripción laboral y el endeudam

iento com
o las epi-

dem
ias de saram

pión, tosferina y otros virus que diezm
aban a 

la población, y m
ás tarde al instalarse la econom

ía petrolera
4. 

Todavía en la década de 1960 este patrón de alta dispersión no 
ribereño era predom

inante. 

La llegada de las em
presas petroleras constituyó una innova-

ción porque hasta entonces solo m
isioneros o patrones com

er-
ciantes se habían establecido en su territorio. Las palabras de 
una autoridad com

unal ilustran la naturaleza de este choque o 
encuentro: “hasta que llegaron a trabajar las em

presas petrole-
ras [a fines de esa década] los Q

uechuas éram
os inocentes y no 

sabíam
os que se iban a quedar ni qué iban a hacer”

5. 

4 U
n brote im

portante de saram
pión ocurrió en el Lago A

natico com
o resultado del 

arribo de em
presas petroleras realizando exploración. U

na m
isionera del Institu-

to Lingüístico de Verano (ILV
) observó que “la creciente afluencia de foráneos [a 

la zona] com
o em

pleados de las varias em
presas petroleras en el área [de A

lianza 
C

ristiana] ha traído nuevos virus y bacterias y la constante am
enaza de epidem

ias” 
(B

arclay, 2013: 45).
5 Y

 añaden otras reflexiones: “A
hora m

ira estam
os civilizados, pero ¡m

ira com
o 
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H
oy en día en el alto Pastaza opera la em

presa Pacific Stratus 
Energy del Perú con un contrato de servicios tem

poral pactado 
por dos años para la operación del lote 192 que hasta agosto 
del 2015 se denom

inó 1A
B

 y estuvo concesionado a Pluspetrol 
N

orte S.A
. C

olindante con él hacia el occidente se encuentra el 
lote 102, concesionado aun a favor de Pluspetrol, constituido 
sobre un sector del antiguo lote 1A

, el cual se halla todavía en 
etapa de exploración. En el alto Pastaza se encuentra tam

bién 
la cabecera del ram

al norte del oleoducto de propiedad de la 
em

presa estatal Petroperú
6.

Exploraciones petroleras en las cuencas del H
uallaga y en los 

afluentes del río M
arañón habían ocurrido desde la década de 

1930 sin que se concretaran operaciones de producción. Los 
hallazgos de petróleo en Ecuador en la década de 1960 atraje-
ron nuevam

ente el interés hacia esa región
7. C

on los prim
eros 

hallazgos en 1971 y 1972 confluyeron en los afluentes norte 
del M

arañón y en particular en la cuenca del Pastaza, una de-
cena de em

presas extranjeras. Para la nueva em
presa nacional, 

estam
os!” (Entrevista con Im

elda C
hung, N

uevo A
ndoas, junio 2016).

6 A
 la fecha de elaboración de este docum

ento las operaciones del oleoducto se ha-
llan suspendidas a consecuencia de una serie de derram

es ocasionados por su falta 
de m

antenim
iento por indicación del el O

rganism
o Supervisor de la Inversión en 

Energía y M
inería (O

SIN
ER

G
IN

), lo cual afecta a su vez las operaciones en el lote 
192. A

unque debido a los bajos precios y la producción decreciente del lote 192 el 
horizonte actual es incierto, la región del alto Pastaza se configura com

o nódulo de 
la industria petrolera que tiene al oeste y oriente (lotes 64 y 67 respectivam

ente) 
los m

ás m
aduros proyectos de extracción de la am

azonía norte del Perú, hoy en día 
tam

bién tem
poralm

ente suspendidos.
7 La decisión de desarrollar esta área petrolera rem

ota parece haberse visto facilitada 
en esa época por el desarrollo de la tecnología de grandes helicópteros de carga.

Petroperú, el Estado reservó un gran lote en la cuenca del Ti-
gre-C

orrientes-M
arañón. A

unque las trochas y líneas sísm
icas 

se extendieron en un inicio por todas partes en el Pastaza las 
operaciones se concentraron en la parte alta de la cuenca don-
de los concesionarios m

ás im
portantes fueron O

ccidental (Lote 
1A

), Tenneco-U
nion (Lote 1B

) y G
etty O

il (Lote 3) 8. U
na in-

tensa actividad de exploración ocurrió en esos años, y por la 
cuenca del Pastaza circulaban continuam

ente em
barcaciones y 

helicópteros. Pronto, sin em
bargo, las em

presas que no logra-
ron hallazgos significativos se fueron y O

ccidental quedó com
o 

única concesionaria en actividad en el alto Pastaza.

8 G
etty O

il trabajó al sur de los lotes 1A
 y 1B

. Sus instalaciones ocuparon en el Lago 
A

natico un área donde el Instituto Lingüístico de Verano abrió su prim
era escuela, 

la prim
era iglesia evangélica y donde vivían desde m

uy antes fam
ilias Q

uechua.

G
ráfico 2. L

otes petroleros del alto P
astaza en la década de 1970

M
IN

SA
, 2007: 82. 
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C
uando el oleoducto principal construido para trasladar el cru-

do del Lote 8 a la costa por la estatal Petroperú estuvo casi listo 
(1976), la em

presa estatal acordó construir el R
am

al N
orte que 

perm
itiría transportar el crudo del Lote 1A

 de O
ccidental. Esto 

alentó a O
ccidental a am

pliar sus inversiones en exploración, 
desarrollar los pozos descubiertos y asum

ir el lote 1B
 que Ten-

neco-U
nion había devuelto y que luego fue adicionado al ante-

rior com
o lote 1A

B
; asim

ism
o la em

presa asum
ió una sección 

del lote 3 de G
etty O

il. 

A
 su vez estos desarrollos fueron determ

inantes para la deci-
sión de construir la estación de bom

beo de Petroperú, y el cam
-

pam
ento principal y estación recolectora de O

ccidental en la 
m

argen izquierda del río Pastaza en un área que correspondía 
al territorio tradicional Q

uechua. En esta área, donde se con-
centraron las instalaciones petroleras a partir de entonces, se 
encontraban trochas y zonas de caza em

pleadas por las fam
ilias 

Q
uechua, así com

o algunas viviendas aunque recién entonces 
surgía allí un centro poblado o aldea

9. Tam
bién se concentraron 

allí, aún antes de la construcción de las instalaciones centrali-
zadas algunas fam

ilias inm
igrantes. C

on la construcción de la 
base se em

plazaron progresivam
ente com

erciantes, prostíbulos 
y oficinas de diversas em

presas contratistas.

El nuevo núcleo fue bautizado com
o “N

uevo A
ndoas” en virtud 

de su cercanía a A
ndoas “V

iejo”, com
o pasó a llam

arse a partir 
de entonces la cuna de la m

ayor parte de las fam
ilias Q

uechua 

9 Se m
enciona com

o ocupante perm
anente del área colindante con el terreno donde 

m
ás tarde se instaló Petroperú a la fam

ilia de Juan C
ruz M

ucushúa que tenía sem
-

bríos y una vivienda. Entre los prim
eros inm

igrantes estuvo D
oña D

orita que halló 
instaladas algunas fam

ilias Q
uechua (Entrevista con R

obin M
aca. 2016;  entrevista 

con D
oña D

orita A
ngulo, 2010, A

ndoas).

del alto Pastaza y centro gravitacional de la organización social 
de este espacio. C

om
o en tiem

pos de las m
isiones, A

ndoas V
ie-

jo -en la m
argen derecha del Pastaza- era para esta población 

un lugar de referencia al que se acudía periódicam
ente para ce-

lebrar las fiestas del calendario católico m
ientras la m

ayor parte 
del tiem

po las fam
ilias vivían en sus “cam

pam
entos”, dispersos 

en lo que hoy es territorio de las com
unidades de A

ndoas V
iejo, 

y el de N
uevo A

ndoas, A
lianza C

apahuari, Porvenir y Los Jar-
dines, en la orilla opuesta

10. 

Pocas de estas fam
ilias tenían m

atriculados a sus niños en la 
escuela particular de A

ndoas V
iejo. Sin em

bargo, a m
edida que 

N
uevo A

ndoas creció los pobladores lograron que se creara 
allí una escuela fiscal que ellos m

ism
os construyeron (Zúñi-

ga, 2012). El establecim
iento de una escuela fiscal en N

ue-
vo A

ndoas alentó a su vez a m
uchas de las fam

ilias Q
uechua              

todavía dispersas a asentarse de form
a m

ás perm
anente cerca 

de la base, donde adem
ás era posible acceder a atención m

édica 
y m

edicam
entos, el único lugar de la cuenca alta hasta entonces 

en contar con estas facilidades. 

10 Este territorio tam
bién abarcaba parte de las áreas que luego fueron tituladas a 

favor de com
unidades A

chuar, Titiyacu, H
uagram

ona y N
aranjal, donde las fam

ilias 
Q

uechua tam
bién hacían aprovecham

iento de recursos del bosque y actividades de 
pesca.
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A
 diferencia de otras regiones indígenas, en el m

edio y alto 
Pastaza no se estableció ninguna “reserva selvícola” al am

paro 
del D

.S 03 de 1957. Esto es sorprendente dada la continuidad 
de la ocupación Q

uechua del poblado conocido históricam
ente 

com
o A

ndoas, la estadía de lingüistas del Instituto Lingüístico 
de Verano (ILV

) en los años previos donde a partir de inicios de 
esa década estudiaron el idiom

a catsacati, y el hecho de que en 
los m

ás tem
pranos “m

apas de grupos idiom
áticos del Perú” se 

registraba con el gentilicio A
ndoa a quienes vivían en la cuenca 

alta del río (ILV
 1971).  Solo m

ás adelante en los m
apas ofi-

ciales elaborados por el M
inisterio de Educación y el ILV

 fue 
registrada la presencia Q

uechua, pero únicam
ente allí donde 

se establecieron escuelas fiscales bilingües, contribuyendo a la 
equivocada idea de que la población Q

uechua era reducida (R
i-

beiro &
 W

ise, 1978: 13). 

C
om

o en m
uchos otros pueblos indígenas de la am

azonía pe-
ruana, la búsqueda de seguridad jurídica para los territorios 
ocurrió en paralelo con la decisión y esfuerzos de varios líderes 
de agrupam

ientos locales por asegurar el acceso a la educación 
escolar com

o vía privilegiada para adquirir derechos civiles
11. 

C
om

o ha sido habitual, el deseo de contar con una escuela y el 
condicionam

iento resultante de ubicarla en un lugar accesible 
por vía fluvial condicionó cam

bios en los patrones de asenta-
m

iento. En los años de 1960 y 1970 diversas agrupaciones de 
fam

ilias Q
uechua que anteriorm

ente habían optado por vivir en 

11 La m
ayor parte de las prim

eras escuelas quechua no eran fiscales y las fam
ilias de-

bían contribuir para pagar al docente m
ediante la venta de algunos recursos locales 

o el trabajo en la m
adera y m

ás tarde com
o trocheros para las em

presas petroleras.

los terrenos aledaños a las quebradas optaron por reasentarse y 
nuclearse, aunque sin dejar de hacer un aprovecham

iento ex-
tensivo del territorio, incluyendo sus cochas o lagunas. Varios 
de estos asentam

ientos fueron luego trasladados siguiendo la 
lógica tradicional de aprovecham

iento territorial –a m
enudo de 

una orilla a otra del Pastaza- cuando las crecientes o las m
er-

m
as grandes del río dem

ostraron su inadecuada ubicación para 
el establecim

iento de una escuela, por dejar extensas playas 
que dificultaban el acceso conform

e a los requerim
ientos de 

este nuevo fin. Lo m
ism

o ocurrió con los núcleos integrados 
por fam

ilias A
chuar que se reubicaron de acuerdo a la necesi-

dad de asegurar profesores.

En general las fam
ilias que anteriorm

ente habían vivido en las 
quebradas y que, poco a poco, se establecieron en los asen-
tam

ientos nucleados actuaron, al reubicarse, con el criterio             
tradicional de recordar por dónde sus antepasados habían         
“andado” en el pasado. D

e estos lugares las fam
ilias guardan 

registro asociándolos a hitos com
o las antiguas chacras conver-

tidas en purm
as o barbechos, los cem

enterios, los “encantos”, 
las m

inas de arcilla y los lugares privilegiados de caza y pesca 
conservados por la tradición oral. O

tras fam
ilias se instalaron 

fuera de estos lugares “heredados” y se trasladaron a áreas y 
asentam

ientos distintos en razón de la atracción que generó la 
presencia en éstos de algunos predicadores evangélicos con el 
m

ensaje de la “palabra de D
ios” que habían llegado principal-

m
ente de la m

ano del ILV. O
tros m

ás se desplazaron hacia nue-
vas zonas atraídos por la creación de las pocas escuelas fiscales 
donde no era necesario contribuir a pagar el salario del m

aestro.
A

un así, habiendo ya sido establecidas las m
odernas com

uni-
dades no es raro encontrar que una fam

ilia que pertenece a una 
com

unidad m
antenga una chacra, explote una purm

a (o barbe-
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cho)  o vaya a cazar al territorio de una com
unidad distinta de 

aquella a la que pertenece con autorización com
unal. O

curre 
tam

bién que tradicionalm
ente las com

unidades hacen acuerdos 
entre sí para tener acceso a ciertos tipos de hábitats o recursos 
inexistentes en la otra, dada la variabilidad de las condicio-
nes edafológicas de los terrenos, la errática distribución de las        
cochas y el valor cultural de los recursos que en ellos se hallan.

A
unque varios asentam

ientos Q
uechua lograron establecer      

escuelas aún antes de que se prom
ulgara la ley de com

unidades 
nativas de 1974 (D

.L N
º 20653), solo dos de ellos lograron a 

su vez su inscripción y título com
o com

unidad en la década de 
1970. Se trata de las com

unidades de A
lianza C

ristiana y de 
B

olognesi, inscritas en 1975 y tituladas en 1978 y 1977, res-
pectivam

ente. Esto se logró con apoyo de ILV, institución que 
veía en la titulación un m

ecanism
o eficaz para dar estabilidad 

a las escuelas que prom
ovía y para alejar a los patrones m

ade-
reros que al pugnar por la m

ano de obra local am
enazaban con 

dispersarla. 

En contraste, V
iejo A

ndoas -que gracias a su curaca O
ctavio 

había logrado establecer una escuela en 1964- no logró siquiera 
que el Estado inscribiera a este poblado com

o com
unidad nati-

va al am
paro de la nueva ley

12. La inscripción de esta com
uni-

dad com
o persona jurídica y su titulación solo se concretaron 

en 1996, coincidentem
ente con la suelta por parte de O

cciden-
tal del sector del lote al oeste del Pastaza, el que solo m

ás tarde 
se constituyó com

o lote 102. U
n ejem

plo claro de cóm
o las 

em
presas y la industria petrolera han bloqueado el derecho de 

12 A
ndoas tuvo una escuela antes y después de la guerra con Ecuador, pero fue clau-

surada por alrededor de una década.

los Q
uechua al reconocim

iento y titulación de su territorio.
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La im
portancia de la econom

ía petrolera de la selva norte para 
el Perú no puede ser obviada. En la década de 1980 los lotes 
1A

B
 y 8 produjeron m

ás del 50%
 del crudo nacional, siendo el 

lote 1A
B

 el que ha aportado la m
ayor cuota pese a su progresi-

va dism
inución (La Torre López, 1998). A

sim
ism

o, esta ha ge-
nerado im

portantes ingresos por regalías
13.  N

o m
enor ha sido 

su im
portancia en térm

inos geopolíticos ya que los hallazgos 
de petróleo en la década de 1970 tuvieron lugar en un período 
en el que los lím

ites entre Perú y Ecuador no estaban firm
e-

m
ente establecidos y la presencia de operaciones som

etidas a 
la ley del Perú no solo ponían en valor este territorio sino que 
lo nacionalizaban en los hechos

14. D
e otro lado, una parte de los 

ingresos generados por las regalías petroleras pasó a financiar 
el presupuesto del inm

enso departam
ento fronterizo de Loreto. 

Entre 1979 y el 2015 estos lotes han generado 8,300 m
illones 

de soles en canon para Loreto adem
ás de ingresos por im

puesto 
a la renta, del que la industria estuvo exenta en algunas épocas.

D
iversos autores dejan ver que la decisión del Estado peruano 

de apostar por el desarrollo de la industria petrolera e invertir 
en fuertem

ente en esta área estuvo m
otivada por los hallazgos 

previos en Ecuador y C
olom

bia y que fueron criterios geopo-
líticos los que inform

aron varias de las decisiones económ
i-

13 D
esde 1971 los contratos otorgaban a la em

presa contratista la propiedad del pe-
tróleo extraído de m

odo que los ingresos principales para el estado derivaba de las 
regalías, cuya tasa fue variando en el tiem

po.
14 La frontera fue trazada de m

anera definitiva en el año 1998 después de que en esa 
década aún se produjeran enfrentam

ientos. H
asta 1942 parte de lo que luego fueron 

los lotes 1A
 y 1B

 estuvo por algunas décadas bajo control del Ecuador (A
nónim

o, 
1942). 

cas y financieras (Philip, s/f). A
sí, el O

leoducto N
orperuano 

fue construido con dim
ensiones que excedían grandem

ente las 
reservas de crudo, m

ayorm
ente pesado, y con enorm

es costos 
financieros

15. 

El R
am

al N
orte, para servicio de O

ccidental, fue enteram
ente 

financiado por el Estado porque se consideraba que la inver-
sión privada hubiera com

prom
etido la seguridad nacional de 

esa área de frontera. C
on ese criterio tam

bién cuando después 
de 1975 la m

ayor parte de las em
presas que estaban explorando 

se fueron de la región y los hallazgos de petróleo e increm
ento 

de reservas petroleras se detuvieron o ralentizaron fue necesa-
rio ofrecer varios tipos de garantías adicionales y aún subsidios 
por vía de im

puestos para m
antener localizada a la industria 

petrolera
16. 

B
ajo esta lógica de prioridad estratégica nacional, para que Pe-

troperú y O
ccidental continuaran operando había que evitarles 

todas las trabas posibles, incluyendo la im
posición de exigen-

cias am
bientales, la obligación de respetar los derechos de las 

poblaciones indígenas originarias, las com
pensaciones y las 

indem
nizaciones, así com

o las negociaciones y pagos por dere-
chos de servidum

bre. N
o es casual que las norm

as am
bientales 

para la industria petrolera fueran notoriam
ente tardías. A

sí, las 

15 El crudo debía ser m
ezclado para aligerarlo para su transporte por el ducto y ser 

transportado a alta tem
peratura. Se financió con un crédito japonés a una tasa fija 

anual y la ejecución excedió en 170 m
illones de dólares los 550 m

illones inicialm
en-

te presupuestados (Philip op. cit.: 6). A
 la fecha (2016) se estim

a que el volum
en ha 

llegado a descender hasta representar solo el 9%
 de su capacidad.

16 Sin em
bargo, Philip (op. cit: 9) señala que para abril de 1980, cuando los precios 

del petróleo estaban m
uy altos y O

ccidental había accedido al ducto y ciertas ven-
tajas, esta em

presa ya había casi recuperado su inversión hasta la fecha, siendo que 
apenas llevaba dos años en producción.
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prim
eras reglam

entaciones referidas al am
biente se dieron en 

1990 con el D
ecreto Legislativo N

º 613, C
ódigo del m

edio am
-

biente y los recursos naturales, y recién en 1993 se prom
ulgó el 

R
eglam

ento para la Protección A
m

biental en las actividades de 
H

idrocarburos D
.S. N

º 046-1993-EM
17.

A
 nivel regional la industria petrolera ha tenido siem

pre una 
influencia política visible, equivalente solo a la que tuvieron 
las casas com

erciales de la época del caucho. En los sucesivos 
experim

entos de desconcentración adm
inistrativa que se ensa-

yó en Loreto, la industria petrolera tuvo siem
pre un rol central 

tanto porque  se asum
ía que la m

odernización política, econó-
m

ica y social vendría de la m
ano de esta actividad com

o porque 
esta era la caja chica de la adm

inistración y la fuente principal 
de em

pleo urbano. En el prim
er período, adem

ás, la industria 
petrolera dinam

izó enorm
em

ente el m
ercado laboral pues ab-

sorbió hasta 15,000 trabajadores rurales, la m
ayor parte de los 

cuales se asentó m
ás tarde en Iquitos. N

o es de sorprender que 
en el im

aginario regional el petróleo haya ocupado un sitial 
predom

inante el cual ha obnubilado el hecho de que al operar 
bajo las condiciones socialm

ente aceptadas por la ciudadanía 
urbana de Loreto, y por el resto del país, se concediera que que-
daran sin protección aquellas poblaciones indígenas en cuyos 
territorios tiene lugar la actividad de exploración y extracción. 

Estas condiciones no variaron m
ás adelante cuando en 1996 

Petroperú cedió el lote 8 a Pluspetrol y en el año 2000 lo hizo 

17 El R
eglam

ento de 1993 planteó por prim
era vez la necesidad de establecer lím

ites 
para “para la em

isión con efecto contam
inante” lo que se plasm

ó en el año 2006 
en el R

eglam
ento para la protección am

biental en las actividades de H
idrocarburos 

(D
ecreto Suprem

o N
º 015-2006-EM

, 06.03.2006).

O
ccidental con el lote 1A

B
18. 

N
o es raro que la industria petrolera incidiera claram

ente en la 
desidia con que el Estado actuó para regularizar la propiedad 
de las com

unidades.

Finalm
ente, a nivel local la econom

ía petrolera ha ido adqui-
riendo cada vez m

ayor influencia. D
e un lado, una vez que el 

lote 8 fue privatizado y que la norm
ativa perm

itió que las em
-

presas petroleras y contrataran servicios privados de transporte 
aéreo, en lugar de los helicópteros del ejército, la presencia es-
tatal en la zona fue haciéndose cada vez m

ás dependiente de las 
facilidades y favores que brindara la nueva operadora del lote 
1A

B
, la em

presa argentina Pluspetrol. D
e otro lado, después de 

haber sido un com
prador m

arginal de productos y servicios a 
nivel local, progresivam

ente las com
unidades aledañas pasaron 

a ser crecientem
ente dependientes de los ingresos derivados de 

la venta de fuerza de trabajo y servicios. Ello en la m
edida que 

la concentración de población y el daño am
biental han afecta-

do las condiciones de acceso a recursos naturales y a m
edida 

que las fam
ilias han ido requiriendo crecientem

ente el uso de 
dinero para cubrir los costos de educación, salud, vestim

enta y  
alim

entación.

18 La transferencia del lote a Pluspetrol fue form
alizada m

ediante contrato con Pe-
rupetro en el año 2001.
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En el alto Pastaza, el lento avance del proceso de titulación de 
tierras es una de esas concesiones en beneficio de las operacio-
nes petroleras. C

om
o se aprecia en el siguiente cuadro, después 

de la inscripción de las dos prim
eras com

unidades Q
uechua del 

Pastaza, en la década de 1970, no se procedió a inscribir m
ás 

com
unidades sino en la siguiente década, en 1984, y no se vol-

vió a titular sino en 1987. C
om

o se espera poner en evidencia, 
han sido la existencia de infraestructura petrolera y las proyec-
ciones de desarrollo de pozos en áreas previam

ente exploradas 
las que han dem

orado, postergado o bloqueado la inscripción 
y titulación de com

unidades en el alto Pastaza en beneficio de 
este sector productivo. 

D
ebe señalarse, que al m

enos desde 1990 las actividades de ti-
tulación no fueron realizadas con presupuesto público, y m

enos 
de oficio, sino subvencionadas por la cooperación internacional 
a instancias las organizaciones

19. 

19 A
sí por ejem

plo, entre 1990 y 1998 A
ID

ESEP contó con un im
portante proyecto 

de titulación a nivel nacional (financiado por IW
G

IA
) que abarcó el Pastaza; de 

igual m
anera m

ás adelante la C
oordinadora R

egional de Pueblos Indígenas C
O

R
-

PI-San Lorenzo brindó a FED
IQ

U
EP asistencia técnica para la titulación y financió 

los gastos de la participación estatal en el proceso

El lento avance en el proceso de inscripción y titulación guarda 
correlación con las interesadas afirm

aciones de la industria, los 
grem

ios petroleros e incluso y algunos altos funcionarios del 
gobierno, en el sentido de que cuando las em

presas em
pezaron 

a operar no existía población indígena viviendo en los terri-
torios donde se concedieron los lotes.  Ello no obstante que 
es conocido que en los prim

eros tiem
pos las líneas sísm

icas 
atravesaban sin m

iram
ientos las chacras (y lugares de caza) de 

las fam
ilias indígenas y que algunos cam

pam
entos se instala-

ron precisam
ente allí donde había chacras o incluso viviendas 

indígenas, forzando precisam
ente su desalojo (M

IN
SA

, 2007). 

C
ronología de la inscripción y titulación de com

unidades nativas del 
alto P

astaza 

F
uente: C

hirif 2014 ; Inform
ación de cam

po 2016.

* Se ha incluido algunas com
unidades del m

edio P
astaza para m

ostrar el 
contraste;
  E

n negrillas las com
unidades que actualm

ente tienen superpuesto el lote 
192.
** V

encedores ha solicitado su inscripción com
o com

unidad separándose de 
Jardines.         
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El hecho de que no todos los actuales asentam
ientos nucleados 

existieran entonces, por prevalecer entonces un patrón disperso 
de ocupación, no invalida el derecho territorial preexistente de 
los pueblos indígenas com

o pueblos originarios, ya reconocido 
constitucionalm

ente en el Perú desde 1920. Por lo dem
ás, ya 

desde antes de la guerra con el Ecuador docum
entos oficiales 

del Ejército y la Prefectura de Loreto daban cuenta de la exis-
tencia de esta población en su actual ubicación (B

arclay, 2013). 
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El disfrute del derecho a la tierra y recursos de origen ancestral 
es para los pueblos indígenas un derecho fundam

ental por lo 
que el concierto internacional ha coincidido en señalar que es 
obligación de los Estados decretar m

edidas especiales para su 
protección.  A

sí lo han planteado los convenios internacionales 
sobre derechos económ

icos, sociales y culturales, el C
onvenio 

N
º 169 de la O

IT, diversas sentencias interpretativas de  C
orte 

Interam
ericana de D

erechos H
um

anos y docum
entos de la C

o-
m

isión Interam
ericana de D

erechos H
um

anos, en el entendido 
de que la tierra es condición para su supervivencia cultural. 

En el Perú la ley de 1974 (D
ecreto Ley N

º 20653) estableció 
las pautas para inscribir a las com

unidades nativas a partir de 
la declaración de que “El Estado reconoce la existencia legal 
y la personalidad jurídica de las C

om
unidades N

ativas” (art nº 
6), señalando que éstas “tienen origen en los grupos tribales de 
la Selva y C

ejas de Selva y están constituidas por conjuntos 
de fam

ilias vinculadas por los siguientes elem
entos principa-

les: idiom
a o dialecto, caracteres culturales y sociales, tenencia 

y usufructo com
ún y perm

anente de un m
ism

o territorio, con 
asentam

iento nucleado o disperso” (art nº 7; en la ley de com
u-

nidades nativas de 1978 estos artículos corresponden respecti-
vam

ente a los art. N
º 7 y nº 8). N

o hay duda de que las com
u-

nidades del alto Pastaza se corresponden con esta definición. 

G
ráfico 3. Terrenos com

unales titulados y lote 192

F
uente: M

inisterio de C
ultura.
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C
om

o lo han señalado diversos autores, no es el caso que la 
adm

inistración estatal pueda denegar la inscripción de una co-
m

unidad nativa, trám
ite m

ediante el cual form
alizan su per-

sonalidad jurídica, aun cuando en el argot adm
inistrativo se 

em
plea el verbo “reconocer”. C

om
o lo ha recordado A

lberto 
C

hirif (2014), el “reconocim
iento” está garantizado por la pro-

pia C
onstitución de 1989 y la de 1993, al señalar en el art. nº 

89 de esta últim
a, que “Las C

om
unidades C

am
pesinas y las 

N
ativas tienen existencia legal y son personas jurídicas”, sig-

nificando que éstas tienen derechos así no hayan sido inscritas 
m

ediante un acto adm
inistrativo

20. N
o obstante, es notorio que 

para las com
unidades del alto Pastaza el ejercicio de este dere-

cho a la personería jurídica ha enfrentado obstáculos serios aún 
si -com

o el cuadro precedente m
uestra- todas ellas figuraban 

en la docum
entación adm

inistrativa preparada a solicitud de la 
em

presa. 

El cuadro dem
uestra que el operador del lote 1A

B
 reconocía la 

existencia de las com
unidades nativas antes del 2000; al m

is-
m

o tiem
po dem

uestra de m
anera concluyente que la dem

ora 
del Estado para inscribir a algunas com

unidades ha seguido las 
pautas sugeridas por la em

presa. 

C
on relación a la propiedad, la ley N

° 22175 de com
unidades 

nativas de 1978 ratifica lo señalado por la anterior (1974), de-
clarando que “El Estado garantiza la integridad de la propiedad 
territorial de las C

om
unidades N

ativas, levantará el catastro     

20 Subrayado de A
. C

hirif (2014). Este autor trae a colación un pronunciam
iento de 

1989 de la D
efensoría del Pueblo en este sentido: “Las com

unidades nativas son 
organizaciones cuya personalidad jurídica deriva directam

ente de la C
onstitución 

Política” y que, por tanto, su “inscripción en el registro oficial del sector es un acto 
adm

inistrativo con carácter declarativo, no constitutivo”. (subrayado nuestro).

L
istado de com

unidades declaradas por O
ccidental en el L

ote 1A
B
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m
inera y petrolera, instalaciones para el servicio público de 

telecom
unicaciones, líneas de transm

isión de energía, vías de 
com

unicación de toda especie, obras para irrigación y drenaje 
establecidas o que sea necesario establecer, así com

o las que 
dem

ande su operación y m
antenim

iento” (art nº 29 de la ley 
20653 y art. nº 31 de la ley 22175).

En 1978, al quedar concluido el O
leoducto N

orperuano, cuya 
construcción fue declarada “de necesidad y utilidad públicas 
con la m

ás alta prioridad”, el D
ecreto Ley N

º 22180 norm
ó los 

aspectos relativos a la utilización y control de los territorios 
adyacentes a la tubería troncal, el ram

al norte y los sistem
as 

recolectores conexos declarando “Zonas de R
eserva”. 

correspondiente y les otorgará títulos de propiedad.” (art. nº 
10). 

Siguiendo el precepto establecido en las constituciones perua-
nas desde 1920, la ley de com

unidades nativas y su reglam
ento 

ratifican un derecho preexistente, un derecho del que da cuenta 
el C

onvenio N
º 169 de la O

rganización del Trabajo (O
IT) que 

el Perú ratificó en 1994 y en la jurisprudencia de la C
orte Inte-

ram
ericana de D

erechos H
um

anos
21. C

om
o lo señalan diversos 

juristas (G
arcía H

ierro, 2004), el título es el derecho form
aliza-

do a partir de la posesión ancestral de la com
unidad nativa. Es 

sabido que en el Perú la “integridad de la propiedad territorial” 
de las com

unidades está constitucionalm
ente lim

itada por el 
precepto que establece que los recursos del subsuelo son del 
Estado, el que se reserva el derecho de delim

itar y de adjudicar 
concesiones m

ineras o petroleras
22.  

En ese m
arco, las leyes de com

unidades nativas, am
bas pro-

m
ulgadas con posterioridad a los prim

eros hallazgos signifi-
cativos de petróleo en el noroccidente de la am

azonía peruana, 
establecieron las condiciones para la im

posición de servidum
-

bres especiales en selva y ceja de selva. Entre ellas se previó 
explícitam

ente servidum
bres: “b) D

e libre paso de oleoductos, 
gasoductos, instalaciones para la exploración y explotación 

21 Por eso es írrita la disposición adm
inistrativa establecida sin base legal que im

po-
ne com

o requisito a la titulación el procedim
iento registral denom

inado “prim
era de 

dom
inio” que supone inscribir prim

ero las tierras a titular a nom
bre del Estado para 

hacer la ficción de que éste las cede a la com
unidad, cuando estas son originarias.

22 C
om

o se verá m
ás adelante, desde 1978 otras restricciones fueron im

puestas para 
el ejercicio del derecho a la propiedad colectiva indígena en razón de la aplicación 
de criterios de clasificación de la aptitud de los suelos por uso m

ayor. A
dem

ás en los 
últim

os años con norm
as de distinto rango se ha insertado en la legislación nacional 

otras consideraciones para lim
itar el derecho de propiedad.

G
ráfico 4. A

viso en N
uevo A

ndoas que señala la existencia de Z
ona de R

eserva 
establecida por el D

L
 N

° 22180.

A
 am

bos lados de los ductos y colectores la norm
a reservó 

75 m
etros a todo lo largo de ruta. A

sim
ism

o, se declaró com
o          
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reserva el área de las estaciones de bom
beo incluyendo las 

zona industrial y la de vivienda, el área de las estaciones del 
sistem

a de teledetección, control y supervisión del ducto, deli-
m

itada por un círculo de 500 m
etros de radio, y declaró que la 

“expansión de poblados existentes en las vecindades y/o la for-
m

ación de nuevos poblados, tendrá lugar necesariam
ente fuera 

de la ‘Zona de R
eserva’ m

ateria del presente D
ecreto Ley”. 

La norm
a genérica no se reflejó en un acto adm

inistrativo que 
estableciera con coordenadas el área de estas zonas reservadas 
en favor de las operaciones petroleras.

En el alto Pastaza el decreto ley se reflejó a partir de la década 
de 1980 en restricciones a la propiedad. D

e esta m
anera, cuan-

do en 1987 se expidió el prim
er título la com

unidad A
chuar 

Titiyacu, su territorio com
unal resultó partido en dos sectores 

debido a la presencia de un tram
o del R

am
al N

orte del oleoduc-
to, com

o se aprecia en la siguiente im
agen. 

6.1 L
as servidum

bre gratuitas otorgadas por el E
stado 

peruano en territorio

D
esconociendo la existencia de los derechos indígenas a la tie-

rra pero tam
bién sin rem

itirse a la norm
a de zonas reservadas 

dada en 1977, que no había sido legalm
ente suspendida, en el 

año 2005 Pluspetrol solicitó a la D
irección G

eneral de H
idro-

carburos del M
inisterio de Energía y M

inas el otorgam
iento de 

servidum
bres en am

bos lotes (1A
B

 y 8). Para el caso del lote 
1A

B
 la em

presa solicitó servidum
bre gratuita sobre 11 “pre-

dios”, siendo que cada uno de éstos estaba com
puesto por un 

núm
ero variable pero considerable de áreas en las que se en-

contraban instalaciones de diverso tipo
23. Varios de éstos afec-

tan a las com
unidades del alto Pastaza. O

tro tanto se hizo en 
relación al lote 8 donde solicitó servidum

bre sobre 5 “predios”. 

Las solicitudes se fundam
entaban en el art. nº 297 del D

S 032-
2004-EM

 R
eglam

ento de la Ley de Exploración y Explotación 
de H

idrocarburos (del año 2003) que perm
itía a los contratistas 

solicitarlas a título gratuito en predios de titularidad del Estado. 
C

om
o se verá, la m

edida otorgada ha tenido im
portantes con-

secuencias para las com
unidades del alto Pastaza en la m

edida 
que ha servido para obstaculizar e im

pedir la titulación y am
-

pliación de varias com
unidades. 

23 Los llam
ados 11 predios se correspondían con 11 distintas “estructuras” integra-

das por un im
portante núm

ero de instalaciones. A
sí por ejem

plo la Estructura A
n-

doas / C
apahuari Sur abarcaba una lista que incluía: 9 pozos productores, 2 plantas 

de tratam
iento de crudo, 2 plantas de tratam

iento de agua, 2 plantas de com
presión, 

1 central eléctrica y 1 subestación, 2 transform
adores, 2 estaciones de bom

beo, 1 
edificio de alm

acenes, C
am

pam
entos (s/n) O

ficinas y salas de control, 1 pista de 
aterrizaje y el Parque de tanques de alm

acenam
iento (Solicitud de Pluspetrol N

orte 
a la D

G
E del 17.06.2005). Estructuras com

o la de D
orissa y Jíbaro/Jibarito tenían 

entre otros 20 y 23 pozos productores respectivam
ente (ninguno de reinyección).

G
ráfico 5. M

apa del título de P
ropiedad de la com

unidad N
ativa de T

itiyacu
con partición del terreno por el O

leoducto N
orperuano
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Particularm
ente perverso resulta el hecho de que las R

esolu-
ciones Suprem

as N
º 060-2006-EM

 (lote 8) y N
º 061-2006-EM

 
(lote 1A

B
) que otorgaron las servidum

bres gratuitas fueron pu-
blicadas el 27 de octubre a los pocos días de haber concluido el 
grave conflicto con com

unidades de los lotes 8 y 1A
B

 que llevó 
a la firm

a del A
cta com

plem
entaria de D

orissa en octubre del 
año 2006 a inicios del gobierno del presidente A

lan G
arcía

24. 

La solicitud de Pluspetrol sostenía que las áreas requeridas eran 
de propiedad del Estado y tom

aba en consideración el hecho 
de que, de acuerdo al m

encionado R
eglam

ento, en predios de 
titularidad del Estado, la servidum

bre podía ser gratuita. Sin 
em

bargo, pese a pretender la gratuidad, la em
presa hacía saber 

que dichos predios “no se enc[ontraban] registrados por lo que 
no correspond[ía] la presentación de las partidas registrales”. 
A

sim
ism

o se afirm
aba que estas áreas no estaban incorporadas 

a ningún otro “proceso económ
ico o fin útil” que aquel que el 

contratista les daba m
ediante el desarrollo de sus actividades. 

24 “A
cta que com

plem
enta y precisa los acuerdos suscritos entre las com

unidades 
indígenas del río
C

orrientes-FEC
O

N
A

C
O

, el M
inisterio de Energía y M

inas, el M
inisterio de Salud, 

el G
obierno R

egional de Loreto, la em
presa Pluspetrol N

orte S.A
., y la D

efensoría 
del Pueblo” (22.10.2006), com

plem
entando los acuerdos suscritos el 13 de octubre. 

Esta acta respondía a la exigencia de parte del Pueblo A
chuar frente al Estado y la 

em
presa, en torno a la grave situación de salud y la lucha por que cese la contam

ina-
ción petrolera debido al vertim

iento de las aguas de producción sobre sus territorios.
U

na de las servidum
bres, correspondiente al “Predio D

orissa”, afectaba los derechos 
de las m

ism
as com

unidades que en junio del 2005 se m
ovilizaron a las oficinas de 

Pluspetrol para exigir el cum
plim

iento de acuerdos previos de dotación de agua 
segura y electricidad. Tal vez la norm

a, que estuvo lista en 7 de agosto del 2006, no 
fue prom

ulgada hasta el 25 de octubre, para no levantar suspicacias que habrían ge-
nerado la protesta de las com

unidades y de su federación FEC
O

N
A

C
O

 y agudizado 
el conflicto que llevó a la tom

a de num
erosos pozos, particularm

ente de la batería 
D

orissa. La actuación del Estado podría ser calificada de alevosa sin exagerar. 

La solicitud y la m
anera en que se resolvió el asunto al año       

siguiente perm
iten visualizar varios vicios de fondo y de for-

m
a. Para com

enzar, estos terrenos no eran tierras del Estado 
sino que hacían parte de territorios indígenas, siendo que di-
versos docum

entos previos, públicos y de la em
presa, así lo 

reconocían. 

G
ráfico 6. P

arcelas del lote 1A
B

 otorgadas en servidum
bre, 2006

D
e haberse reconocido que se trataba de tierras indígenas la 

em
presa no hubiera podido obtener servidum

bres a título gra-
tuito. A

tribuyendo la titularidad de los terrenos al Estado, la 
em

presa podía pretender la gratuidad y alegar que las áreas no 
tenían otro fin útil que las propias operaciones petroleras. D

e 
hecho, desde la perspectiva y a m

anos de los indígenas el “fin 
útil” de estos terrenos se enm

arca dentro de estrategias propias 
de utilización de los recursos con fines económ

icos tanto com
o 

socioculturales. N
o hay en el bosque nada que no tenga un fin 

útil.

D
e partida la Superintendencia de B

ienes N
acionales, a quien 

se pidió opinión, declaró que estos terrenos eran propiedad del 
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Estado aunque no estuvieran inscritos o registrados. A
sí afirm

ó 
“se presum

e que todo predio no inscrito en R
egistros Públicos 

constituye propiedad del Estado”. U
n argum

ento que se ha se-
guido sosteniendo pese a la evidencia de que se trata de tierras 
indígenas.

A
 su vez, sugiriendo parcialización a favor de la solicitud de 

la em
presa por parte de la O

ficina R
egistral de la Superinten-

dencia N
acional de R

egistros Públicos (SU
N

A
R

P) en Iquitos 
–que adm

itía que su estado de im
plem

entación solo le perm
i-

tía trabajar a partir de la inform
ación presentada por la propia 

em
presa- puso en cam

bio em
peño en indicar que ni la com

u-
nidad N

ueva Jerusalén ni Titiyacu presentaban antecedentes 
registrales (Inform

e N
º 087-2005-ZO

N
A

 R
EG

ISTR
A

L N
º IV-

O
C

-D
R

H
, del 30.11.2005). Se trataba precisam

ente de las dos 
com

unidades donde se detectó la superposición con títulos co-
m

unales, únicos casos en los que el Estado determ
inó el recorte 

de las servidum
bres solicitadas.

Estas actuaciones m
uestran la falta de prioridad que para el 

Estado tenía la protección de los derechos indígenas. Por lo 
dem

ás, es notorio que en la inspección ocular de los predios 
solicitados en servidum

bre –llevada a cabo por el Estado- no 
hubo participación de las com

unidades o vecinos, m
ientras 

que en cam
bio participó personal de la oficina de asuntos co-

m
unitarios de la em

presa. N
o se consideró tam

poco necesario 
dar publicidad al procedim

iento de linderam
iento que hubiera 

perm
itido que las com

unidades nativas y sus organizaciones lo 
cuestionaran. En realidad, siendo que la norm

a fue prom
ulgada 

en el año 2006, once años después de la ratificación del Perú 
del C

onvenio 169 de la O
IT, ésta debió haber sido som

etida a 
consulta previa. 

Engañosam
ente el resum

en ejecutivo de la solicitud de servi-
dum

bre elaborada por Pluspetrol anunciaba un beneficio a fa-
vor de las com

unidades indígenas, señalando que su determ
ina-

ción ayudaría a “delim
itar las zonas de influencia que perm

itan 
el norm

al desarrollo de las com
unidades nativas adyacentes”

25.  
La justificación fue llevada m

ás allá por el Inform
e N

º 004-
2005-D

G
H

/Y
TT/LM

 (04.8.2005) de una dependencia del M
i-

nisterio de Energía y M
inas que opinaba a favor de la solicitud 

porque “esta asignación de servidum
bres ayudará a delim

itar 
las zonas de influencia de las com

unidades nativas adyacen-
tes”. U

na verdadera “interpretación auténtica”. 

En la práctica el procedim
iento sirvió para delim

itar las áreas 
que serían excluidas a futuro de los títulos com

unales y de las 
solicitudes de am

pliación de títulos com
unales

26. A
dem

ás, gra-
cias a la diligente actuación de las diversas instancias del Esta-
do la em

presa obtuvo el saneam
iento de las servidum

bres m
e-

diante la georreferenciación, la elaboración de planos por parte 
del Proyecto Especial Titulación de Tierras y C

atastro R
ural 

(PETT) y su inscripción en los R
egistros Públicos. Todo esto 

al costo irrisorio de 18.60 soles por hectárea, un precio abis-
m

alm
ente inferior que el que esa dependencia del M

inisterio 
cobraba a las com

unidades nativas por igual procedim
iento

27. 

25 Precisam
ente aquellas a las que un extenso inform

e de O
SIN

ER
G

M
IN

 (2009) 
basado en reportes de 1998 señala com

o afectadas por los im
pactos am

bientales.
26 Lo que hace recodar el adagio surgido en el contexto boliviano de saneam

iento de 
las grandes propiedades colindantes con los territorios indígenas originarios (TC

O
) 

de “los terceros serán los prim
eros”.

27 D
e acuerdo con un inform

e elaborado por Pedro G
arcía H

ierro (2014: anexo 32) 
para FA

O
 los costos de titulación de la D

irección de Saneam
iento Físico Legal de la 

Propiedad A
graria (D

ISA
FILPA

) de G
O

R
EL los costos son astronóm

icos según lo 
indica una proform

a de esa institución: para un program
a de titulación de 43 com

u-
nidades el costo prom

edio es de U
S$ 17,7667.84 por com

unidad.
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C
om

o se ve, el Estado no cum
plió con su función de cautelar los 

derechos de los pueblos indígenas y verificar que no se tratara 
de áreas indígenas. Se lim

itó a llevar a cabo algunas consultas 
a entes de la adm

inistración en busca de evidencia de títulos 
otorgados por el Estado –que adm

itieron disponer de recursos 
lim

itados para verificarlo- pero no de corroboración de si se 
trataba de territorios indígenas. Si bien de acuerdo a la norm

a 
nacional se presum

e la titularidad del Estado aún si no existiera 
inscripción previa a su favor, esto es así  siem

pre y cuando no 
se trate de áreas poseídas por pueblos indígenas, lo que era pre-
cisam

ente el caso.

La revisión realizada por el M
inisterio de Energía y M

inas de 
los antecedentes de estos predios hizo notar en cam

bio que la 
em

presa no había reportado que uno de los predios solicitados 
(A

ndoas/C
apahuari) incluía el área del aeropuerto construido 

en la década de 1980, asunto de no poca m
onta de cara al pe-

dido de servidum
bre gratuita

28. La respuesta de la em
presa, que 

satisfizo al M
inisterio de Energía y M

inas, fue que “la opera-
ción y responsabilidad sobre dicha instalación se encuentra a 
cargo de nuestra em

presa y form
a parte de las facilidades para 

llevar a cabo nuestra actividades” sin que para ello presentara 
constancias o rem

itiera a contratos. 

El M
inisterio de Energía y M

inas tam
bién hizo notar que en el 

área del predio se encontraba com
prendido “el centro poblado 

A
ndoas” y pidió a la em

presa que inform
ara si había “llegado 

28 Las búsquedas referidas a la propiedad y/o condiciones de cesión a O
ccidental y 

Pluspetrol del aeropuerto A
lf. FA

P A
lfredo V

ladim
ir Sara B

auer de A
ndoas arrojan 

poco resultados. Fue construido a gran costo pero no se sabe quién tiene la propiedad 
de la pista que han operado Pluspetrol y ahora Pacific.

a algún acuerdo con dicha com
unidad”  (O

ficio N
º 1137-2005-

EM
/D

G
H

 a Pluspetrol N
orte S.A

., 9.11.2005). La em
presa no 

acreditó tener acuerdo alguno con el poblado o sus autoridades, 
pero esta om

isión no fue observada por la dependencia estatal. 
A

 la postre, las servidum
bre otorgadas restringieron el dere-

chos de las com
unidades del alto Pastaza a la regularización de 

su propiedad, notoriam
ente en el caso de N

uevo A
ndoas.

C
ada una de las dependencias involucradas en la tram

itación 
de las servidum

bres gratuitas m
ostró la m

ayor disposición a 
concederlas a Pluspetrol, incluyendo el M

inisterio de A
gricul-

tura que llegó a afirm
ar que no había afectación a los derechos 

de los indígenas. A
sí, la norm

a fue finalm
ente expedida en el 

2006. La duración de las servidum
bres gratuitas aprobadas fue 

atada a la vigencia de los respectivos contratos de explotación 
petrolera. 

G
ráfico 7. P

lano del predio de servidum
bre A

ndoas/C
apahuari, 2006
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C
abe señalar que adem

ás de las servidum
bres gratuitas im

pues-
tas por las R

esoluciones 060 y 061-2006-EM
, en el año 2013, 

el M
inisterio de Energía y M

inas aprobó la solicitud (2011) de 
servidum

bre gratuita de ocupación, paso y tránsito presentada 
por la em

presa Perenco Perú Petroleum
 Lim

ited, Sucursal del 
Perú que afecta tam

bién al alto Pastaza
29. 

La solicitud se relaciona con el proyecto “O
leoducto y Línea de 

diluyente C
PF-A

ndoas para uso propio” desde el lote 67 sobre 
predios “de propiedad” del Estado Peruano. 

Esta im
posición ocurrió cuando ya las organizaciones de las 

C
uatro C

uencas habían iniciado un proceso de diálogo con el 
Estado en el que la titulación integral era una dem

anda central.

29 R
esolución Suprem

a N
º 038-2013-EM

. El área afectada representa 330.22 ha. 
C

orrespondientes a 3 tram
os donde sobre la base del trazo original la em

presa planea 
construir “loops” en el ducto para facilitar la actividad de dilución, uno de cuyos 
tram

os afecta directam
ente a las com

unidades del alto Pastaza. Si bien al m
om

ento 
el proyecto se encuentra suspendido por causas de “fuerza m

ayor”, el periodo de 
constitución del derecho de servidum

bre legal fue establecido originalm
ente hasta el 

10 de setiem
bre de 2031. En este caso la norm

a señala que de acuerdo al R
eglam

ento 
de H

idrocarburos corre a cargo del contratista la indem
nización de los perjuicios 

económ
icos que ocasione el ejercicio de la servidum

bre.

6.2  A
fectación del derecho territorial de las com

unidades 
por el otorgam

iento de servidum
bres  gratuitas

D
os son los aspectos centrales a tom

ar en cuenta al analizar los 
efectos de la im

posición de las servidum
bres gratuitas sobre 

los territorios indígenas en el alto Pastaza. D
e partida se debe 

enfatizar que el Estado no tom
ó m

edidas para salvaguardar los 
derechos territoriales indígenas de pueblos que había ejercido 
posesión de form

a continua y consuetudinaria, y no se consultó 
a los Q

uechua y A
chuar una m

edida que legal y adm
inistrativa 

que los afectaba directam
ente com

o lo establece el C
onvenio 

N
º 169.

G
ráfico 8. Á

rea de servidum
bre gratuita en favor de P

erenco para la 
construcción de un ram

al del oleoducto
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En la práctica el Estado llevó a cabo una suerte de expropiación 
disfrazada de estas áreas sin com

pensación alguna
30.

A
 consecuencia de la m

edida, la expedición de títulos com
u-

nales sobre territorios  afectados por la im
posición de servi-

dum
bres se vio reiteradam

ente postergada. A
sim

ism
o, se vio 

arbitrariam
ente obstaculizada. Esta norm

a viene perjudicando 
no solo la obtención de títulos y am

pliaciones sin exclusiones, 
sino que ha redundado en la falta de respuesta del G

obierno 
R

egional de Loreto (G
O

R
EL),  responsable de la em

isión de 
títulos com

unales en la región, a la sostenida dem
anda de titu-

lación de las com
unidades del alto Pastaza y en general de las 

áreas con actividad petrolera en la región.

En el año 2012 G
O

R
EL, actuando en el m

arco de un convenio 
firm

ado con el C
entro para el D

esarrollo del Indígena A
m

a-
zónico (C

ED
IA

) para titular com
unidades con superposición 

del lote 8, excluyó de las áreas inicialm
ente dem

arcadas a su 
favor las que se correspondían con las servidum

bres, alegando 
la existencia de la R

esolución Suprem
a N

º 060-2006-EM
 que 

las había otorgado a favor de Pluspetrol. Ello a pesar de que 
nada im

pide que se expida un título com
unal sobre un área de 

ocupación tradicional así exista sobre el terreno una carga de 

30 A
l respecto, el C

onvenio N
º 169 de la O

IT señala en su art. nº 14.1: “D
eberá 

reconocerse a los pueblos interesados el derecho de propiedad y de posesión sobre 
las tierras que tradicionalm

ente ocupan. A
dem

ás, en los casos apropiados, deberán 
tom

arse m
edidas para salvaguardar el derecho de los pueblos interesados a utilizar 

tierras que no estén exclusivam
ente ocupadas por ellos, pero a las que hayan tenido 

tradicionalm
ente acceso para sus actividades tradicionales y de subsistencia. A

 este 
respecto, deberá prestarse particular atención a la situación de los pueblos nóm

adas 
y de los agricultores itinerantes”. El C

onvenio señala adem
ás que “Los gobiernos 

deberán tom
ar las m

edidas que sean necesarias para determ
inar las tierras que los 

pueblos interesados ocupan tradicionalm
ente y garantizar la protección efectiva de 

sus derechos de propiedad y posesión” (14.2).

servidum
bre

31. D
e com

probarse la posesión ancestral G
O

R
EL 

debería titular el área com
pleta sin necesidad de que la Super-

intendencia de B
ienes N

acionales lo habilite para ello.

Siguiendo este m
ism

o criterio, en el curso del año 2013 G
O

-
R

EL em
itió las resoluciones que aprobaban planos de dem

ar-
cación de N

uevo Porvenir, Los Jardines y N
uevo A

ndoas en 
el alto Pastaza

32. D
e inm

ediato el procedim
iento fue objetado 

por las organizaciones y algunas com
unidades resolvieron 

im
pugnar los títulos propuestos. O

tras resolvieron allanarse y 
aceptarlos ante el riesgo de que su titulación quedara paralizada 
com

o efecto ocurrió con los planos im
pugnados.

A
sí, N

uevo Porvenir, optó por no objetar el plano de su prim
er 

título. D
e acuerdo a las autoridades de la com

unidad esta deci-
sión obedeció al im

perativo de “avanzar” y asegurar un título,  
con la expectativa de ver reconstituido su territorio m

ás adelan-
te. El título fue expedido finalm

ente en el 2015. 

D
urante m

ucho tiem
po el G

obierno R
egional afirm

ó sin funda-
m

ento que no estaba en capacidad legal de titular áreas que tie-
nen la carga de una servidum

bre, citando el art. nº 31 de la ley 
de com

unidades nativas. Este es un argum
ento falaz porque la 

norm
a no excluye esas áreas del título, solo declara que las ser-

vidum
bres deberán ser otorgadas para actividades petroleras. 

31 D
e acuerdo con A

. C
hirif (2014, Parte 4) no todas las áreas declaradas bajo servi-

dum
bre gratuita por las R

esoluciones Suprem
as N

º 060 y N
º 061 han sido excluidas 

en los planos de com
unidades a ser tituladas, dem

ostrando discrecionalidad en la 
actuación del G

O
R

EL a través de D
ISA

FILPA
.

32 Los planos de los títulos de N
uevo Porvenir y Jardines presentan 4 y 3 secciones 

respectivam
ente. El plano de A

ndoas consideró 5 sectores en un área ya de por sí 
extrem

adam
ente lim

itada.
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D
e hecho, la constitución de una servidum

bre supone la exis-
tencia previa de un titular de la propiedad sobre la que ésta se 
im

pone y tratándose de tierras indígenas, las com
unidades. Es 

por ello que se presum
ió ficticiam

ente la titularidad del Estado 
lo que perm

itía adem
ás que las servidum

bres fueran otorgadas 
en gratuidad. A

sim
ism

o, la im
posición de una carga de servi-

dum
bre no afecta a la propiedad porque no la contradice ni 

anula y porque su exigencia tiene determ
inada tem

poralidad 
vinculada al propósito de su establecim

iento, en este caso la 
vigencia de los contratos

33. 

La eficacia legal de aquellas servidum
bres gratuitas im

puestas 
por la R

.S. N
º 061-2006-EM

 en el lote 1A
B

 no podía ir m
ás 

allá del térm
ino de la concesión, lo que ocurrió en agosto del 

2015, cuando el lote fue redim
ensionado y rebautizado com

o 
192. N

o obstante, com
o verem

os, G
O

R
EL ha continuado pre-

tendiendo que existen servidum
bres que le im

piden regularizar 
títulos com

unales. M
ás aún, en el caso del lote 1A

B
 (hoy 192), 

no existe evidencia alguna de que esos predios hayan sido ad-
judicados nuevam

ente en servidum
bre al concluir el contrato, 

ya que no se ha publicado una norm
a legal estableciéndolas.  

Por lo dem
ás, el D

ecreto Suprem
o N

º 035-2015-EM
, expedi-

do a instancias de las organizaciones de las C
uatro C

uencas, 
que m

odifica el art. nº 306 del R
eglam

ento de las A
ctividades 

de Exploración y Explotación de H
idrocarburos, establece que 

pueden presentar oposición a la im
posición de servidum

bres 
las C

om
unidades N

ativas o C
am

pesinas “con reconocim
iento 

y/o derecho habilitante que ejerzan el derecho de posesión so-
bre tierras del Estado” (ver m

ás adelante). 

33 Pluspetrol no podía pretender que el Estado le hubiera transferido la propiedad de 
los predios que se presum

ían públicos, únicam
ente el derecho de uso de la superficie 

para determ
inados usos y por un determ

inado plazo.

G
ráfico 9. Plano del título de la com

unidad de N
uevo Porvenir, 2015 

D
e form

alizarse adm
inistrativam

ente el establecim
iento de 

nuevas servidum
bres, las com

unidades deberían tener el dere-
cho a ser consultadas y a oponerse a su otorgam

iento gratuito. 

M
ientras esta situación no sea form

alizada com
o lo han soli-

citado las com
unidades y federaciones de las C

uatro C
uencas 

puede señalarse que la afectación del derecho territorial de las 
com

unidades por el otorgam
iento de servidum

bres gratuitas 
continúa vigente en el alto Pastaza

34. 

34 U
n aspecto adicional es el de las com

pensaciones por el uso e im
pactos am

bien-
tales de las áreas dadas gratuitam

ente en servidum
bre es el de las com

pensaciones. 
A

 este respecto no existe un registro de los diversos acuerdos a los que las com
uni-

dades, que tienen superpuesto el lote 1A
B

 (hoy 192) o el lote 8, para el caso hayan 
llegado con las em

presas. Estas negociaciones han sido conducidas directam
ente 

por las com
unidades, con o sin asesoría legal, aunque eventualm

ente han recibido el 
respaldo de otras com

unidades de su cuenca o su m
ism

o pueblo o de su federación. 
La m

agnitud de los im
pactos que deben ser indem

nizados no ha sido aún establecida 
(C

hirif 2014).
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6
.3

  A
fe

c
ta

c
ió

n
 d

e
l d

e
r
e
c
h

o
 te

r
r
ito

r
ia

l d
e
 la

s
 c

o
m

u
n

id
a
d

e
s
  

 por la exclusión de áreas en  razón de la calificación de 
s
u

e
lo

s

Existe otro obstáculo al goce del derecho al territorio que revis-
te no poca im

portancia. La ley de com
unidades nativas del año 

1978 introdujo un cam
bio en las condiciones de titulación de 

los territorios indígenas al excluir de la propiedad com
unal las 

áreas en posesión ancestral con suelos de aptitud forestal (art. 
nº 11 del D

.L. N
º 22175). 

C
on ese criterio los suelos de las com

unidades a titular debían 
ser previam

ente clasificados. D
e allí que en los títulos em

itidos 
a partir de esa fecha se distingue entre el área en propiedad 
y el área cedida en uso, aunque am

bos tipos de áreas quedan 
incluidos en el título. C

abe señalar que en la m
ayoría de las 

com
unidades no se form

alizado la suscripción de contratos de 
cesión en uso. 
En el caso de las com

unidades nativas las áreas bajo cesión 
en uso están por ley sujetas a una evaluación de su aprove-
cham

iento real. B
ajo las actuales políticas de prom

oción de la 
inversión en la am

azonía existe el riesgo de que las autoridades 
sectoriales o alguna norm

a pretendan suspender el derecho de 
posesión sobre las áreas bajo cesión en uso.

En diversas ocasiones expertos y m
iem

bros de las organiza-
ciones indígenas han señalado que la aplicación de esta norm

a 
resulta inconstitucional, siendo que el art. nº 13 del C

onvenio 
169 de la O

IT señala que a se “deberá incluir el concepto de 
territorios, lo que cubre la totalidad del hábitat de las regiones 
que los pueblos interesados ocupan y utilizan de alguna m

ane-
ra” (G

arcía H
ierro, 2014).

La norm
a es adem

ás discrim
inatoria porque el Estado som

ete a 
las com

unidades nativas a condiciones que no se aplican a los 
particulares en la región am

azónica. En efecto, en el caso de 
los particulares que solicitan la adjudicación en propiedad de 
grandes extensiones de tierras en la am

azonía para establecer 
plantaciones, el procedim

iento aplicado no exige una previa 
clasificación de suelos para el acto de linderam

iento y titula-
ción. La exigencia de clasificación, si ocurre, se asocia a las so-
licitudes de cam

bio de uso de suelos y no condiciona el derecho 
de propiedad, aunque se crea la obligación de m

antener el 30%
 

de la propiedad con cobertura boscosa. O
tro tanto sucede con 

las adjudicaciones en propiedad de m
enor extensión, donde la 

clasificación de suelos, no solo es gratuita, sino que es m
era-

m
ente inform

ativa a nivel del plano del título otorgado.

D
esde julio del 2015 una norm

a form
ulada por la D

irección 
G

eneral de A
suntos A

m
bientales A

grarios del M
inisterio de 

A
gricultura y R

iego (M
IN

A
G

R
I), que pretende responder al 

“interés público”, ha establecido arbitrariam
ente unos procedi-

m
ientos que im

ponen altos costos y trabas a la titulación de las 
com

unidades nativas (R
esolución M

inisterial N
º 035-2015-M

I-
N

A
G

R
I). 

Los títulos y am
pliaciones pendientes en com

unidades del alto 
Pastaza se ven afectados por la aplicación de los nuevos proce-
dim

ientos, para los que se requiere se tom
e m

uestras de suelo 
en dos calicatas cada 100 has. D

ebe hacerse notar que las m
ues-

tras deben ser analizadas en el Laboratorio de la U
niversidad 

N
acional A

graria La M
olina en Lim

a por falta de otras facili-
dades. En el caso de las com

unidades del alto Pastaza y Loreto 
en general, las m

uestras de suelos deben ser trasladadas por vía 
aérea, lo que representa un costo adicional, el cual ha debido 
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ser presupuestado en el proyecto de titulación com
prom

etido 
por el Estado m

ediante el A
cta de m

arzo del 2015 firm
ada con 

las federaciones de las C
uatro C

uencas. Ya que se trata de una 
exigencia referida a terrenos colectivos, donde las extensiones 
tienden a superar largam

ente las 100 ha., puede anticiparse un 
alto el costo asociado a la clasificación de suelos. A

 la fecha el 
costo del análisis de cada m

uestra procedente de cada calicata 
asciende a S/. 3000. C

onsiderando la variabilidad de los sue-
los en la am

azonía, no detectable m
ediante calicatas realiza-

das cada 100 ha., la disposición que regula la clasificación de 
suelos en com

unidades nativas, se revela antes que nada com
o 

“una estratagem
a para evitar la titulación de tierras de com

u-
nidades nativas” (C

hirif 2014). N
o está claro si a efectos de la 

clasificación de suelos la D
irección R

egional A
graria de Loreto 

utilizará los m
apas de clasificación de suelos a nivel provincial 

a escala 1: 250,000 que viene actualizando.

U
na dem

anda de am
paro interpuesta por las federaciones in-

tegrantes de PU
IN

A
M

U
D

T “contra om
isión de titulación de 

territorios indígenas por im
posición de servidum

bres petroleras 
gratuitas y sin com

pensaciones, específicam
ente en el ám

bito 
de los Lotes 192, ex 1A

B
, y 8X

 en la R
egión de Loreto” ante el 

Juez del Juzgado M
ixto de N

auta de la C
orte Superior de Justi-

ca de Loreto, atiende estos y otros obstáculos que han im
pedido 

el avance de la titulación en el ám
bito de las 4 cuencas. 

Esta dem
anda señala com

o afectaciones centrales la “om
isión 

continua de titular territorios de pueblos indígenas” por parte 
de G

O
R

EL, la afectación al derecho de propiedad indígena y 
posesión ancestral, la im

posición de servidum
bres gratuitas por 

el M
IN

EM
 y la om

isión de pago por parte de Pluspetrol N
orte 

S.A
. A

sim
ism

o dem
anda contra la aplicación de la Ley de pro-

m
oción de las inversiones para el crecim

iento económ
ico y el 

desarrollo sostenible, Ley N
° 30327,  de m

ayo del 2015, que 
obstaculiza la titulación al por im

pedir que se otorgue títulos de 
propiedad sobre terrenos destinados a “derechos de vía sobre 
servidum

bres”. La presentación de la dem
anda no ha tenido 

efectos legales aún y G
O

R
EL, que se ha declarado en rebeldía 

ante ésta, ha alegado que ha sido la acción legal la que ha blo-
queado la posibilidad de titular toda vez que hay de prom

edio 
un proceso legal 35.

6
.4  Perversidades del m

ecanism
o de expropiación disim

u-
lada por las servidum

bres que bloquean la titulación inte-
gral

C
om

o se ha señalado, la im
posición por parte del Estado de zo-

nas reservadas y servidum
bres gratuitas y no oponibles en los 

territorios indígenas del alto Pastaza ha resultado en el fraccio-
nam

iento de la propiedad com
unal y el bloqueo de la titulación 

de áreas de servicio para la industria petrolera. 

A
 partir del año 2008 Pluspetrol N

orte im
pulsó la creación de 

em
presas com

unales com
o m

ecanism
os para recom

poner sus 
relaciones con las com

unidades del lote 1A
B

 después de ocu-
rrido un conflicto que resultó en el encausam

iento de 21 com
u-

neros bajo acusaciones de hom
icidio calificado y otros delitos 

tales com
o disturbios, violencia y resistencia a la autoridad, 

35 La posición de G
O

R
EL respecto de la titulación en las áreas petroleras contrasta 

grandem
ente con su disposición a actuar y financiar la titulación de oficio en zonas 

donde existen proyectos de plantaciones para biocom
bustibles u otros en la am

azo-
nía.
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robo agravado, lesiones graves y tenencia ilegal de arm
as con 

penas solicitadas de hasta 25 años
36.

D
esde la constitución de las prim

eras em
presas com

unales 
Pluspetrol fue asignando com

o áreas de trabajo a estas em
pre-

sas las zonas bajo servidum
bre que afectaban a los territorios 

com
unales, aunque no exclusivam

ente. Las tareas tercerizadas 
asignadas a las em

presas eran principalm
ente las de despeje 

de hierbas denom
inado “chaleo”

37. Sin em
bargo, a m

edida que 
las em

presas se han ido capitalizando m
ediante los ingresos 

generados por la venta de servicios, las áreas de trabajo bajo 
contrato fueron am

pliándose y nuevas tareas han sido asigna-
das para labores de construcción, vigilancia de ductos, trans-
porte de personal, adem

ás de chaleo. A
sim

ism
o, a m

edida que 
nuevas com

unidades han establecido sus propias em
presas co-

m
unales, los contratos han siendo sectorializados, de m

anera 
que las áreas bajo contrato con una determ

inada com
unidad se 

lim
itan a aquellas que corresponden a esa m

ism
a com

unidad
38. 

En la práctica estos sectores coinciden con las aspiraciones de 
titulación com

unal de los terrenos en servidum
bre. El plano 

36 Tras varios m
eses de dem

oras en el procesam
iento de los detenidos en la cárcel de 

Iquitos finalm
ente la C

orte Superior de Justicia de Loreto absolvió a los acusados en 
diciem

bre del 2010. A
l haber apelado un fiscal suprem

o esta decisión el caso pasó 
para revisión a la C

orte Suprem
a en Lim

a la que en agosto del 2011 ha confirm
ado 

el fallo absolutorio.
37 A

unque no es el caso discutir con am
plitud aquí el tem

a de las em
presas co-

m
unales, cabe señalar que esta tercerización resulta ventajosa para las em

presas 
petroleras y sus contratistas ya que el costo de contratar a través de las com

unales es 
m

ucho m
enor que el de contratar a em

presas foráneas. A
sim

ism
o, de esta m

anera, 
las em

presas petroleras y sus contratistas trasladas a la em
presa com

unal la respon-
sabilidad de la seguridad de los trabajadores y particularm

ente los costos referidos 
a actividades de riesgo, com

o son m
uchas de las que sus trabajadores desem

peñan.
38 Por ejem

plo, al inicio la em
presa com

unal N
uevo A

ndoas trabajó en espacios que 
las com

unidades vecinas consideraban com
o parte de sus territorios no titulados y 

contrataba para ello a personal de esas com
unidades para realizar chaleo.

siguiente m
uestra la m

anera com
o Pluspetrol sectorializó las 

áreas de servidum
bre asignándolas com

o zonas de trabajo para 
chaleo a las diversas com

unidades del alto Pastaza.

Estos contratos perm
iten generar ingresos im

portantes para las 
fam

ilias y de alguna m
anera reivindican derechos denegados 

en los títulos. En este sentido este desarrollo puede ser visto 
com

o una estrategia para la apropiación de los espacios com
u-

nales. Sin em
bargo, en lo concreto, a la fecha, siguen sin ser 

incorporados a los títulos de propiedad ya que por ahora, el 
Estado sigue considerándose el titular de estas áreas que hacen 
parte de los territorios indígenas Q

uechua y A
chuar.

D
e otro lado, la asociación entre terrenos com

unales no titula-
dos y espacios para oportunidades de trabajo rem

unerado ha 
im

plicado la introducción de unos criterios de valorización del 
territorio distintos de los tradicionales

39. En este contexto, los 
criterios tradicionales de acceso a la tierra com

unal tienden a 
m

odificarse rigidizando los linderos y obstaculizando prácti-
cas solidarias. En efecto, a consecuencia de la situación que 
im

pulsa un “uso económ
ico de territorio bajo contrato con la 

em
presa” se observa que hoy en día algunas fam

ilias en las co-
m

unidades Q
uechua em

piezan a desconocer el derecho y prác-
tica consuetudinaria que ha im

perado en el territorio Q
uechua 

al m
argen de la existencia de títulos com

unales. Estas prácti-
cas perm

itían que independientem
ente de en qué com

unidad 
estuviera em

padronada una fam
ilia, ésta pudiera hacer uso de 

39 C
om

o se ha señalado, en el territorio Q
uechua del Pastaza el criterio de acceso 

a recursos se ha guiado tradicionalm
ente por derechos ancestrales que derivan del 

conocim
iento de aquellos lugares por donde anduvieron los padres o abuelos. En 

com
unidades de otras regiones un proceso equivalente es el de los bosques que se 

m
ercantilizan a partir de las ofertas de extracción de árboles m

aderables.
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terrenos en otra com
unidad bajo acuerdos verbales. 

El im
pacto social y cultural de esta tendencia inducida por las 

em
presas es potencialm

ente nefasto. Tienen el potencial no 
solo de a acabar con prácticas solidarias que son consuetudina-
ria al m

odo de ser Q
uechua, sino para generar serios conflictos. 

En ese sentido en el contexto de una asam
blea de FED

IQ
U

EP 
para tratar el tem

a de la titulación un com
unero increpó con sa-

biduría a los asistentes señalando: “H
erm

anos, todos sabem
os 

que en esta zona, las titulaciones son para las em
presas transna-

cionales, las chacras no se pueden m
ezquinar entre com

uneros, 
todos debem

os estar unidos”.  

Entre las m
ás afectadas directam

ente por esta situación están 
las m

ujeres. Las m
ujeres Q

uechua son quienes tienen a su car-

go la producción de alim
entos de origen agrícola en parcelas 

relativam
ente pequeñas. U

na m
ujer m

aneja entre una y cinco 
chacras a la vez en distintos estados de m

aduración y aunque 
se suele introducir nuevos cultivos tras la cosecha de los pri-
m

eros frutos, algunos cultivos de requieren de la existencia de 
terrenos de una determ

inada calidad de suelos
40. D

ada la alta 
variabilidad de los suelos en la región, algunas com

unidades no 
disponen de áreas suficientes de algunos tipos de suelos en sus 
terrenos com

unales o situados a una distancia razonable, por 
lo que las m

ujeres acuden al m
ecanism

o tradicional que les da 
acceso a parcelas en com

unidades vecinas, fundam
entalm

ente 
si sus antepasados “anduvieron” por aquel territorio. Las m

uje-
res Q

uechua no solo alim
entan a su fam

ilia con estos produc-
tos sino que crecientem

ente em
prenden el establecim

iento de 
chacras con cultivos tradicionales para su venta local y poder 
financiar con ello los estudios de sus hijos. Los conflictos so-
ciales entre fam

ilias de distintas com
unidades, m

uchas veces 
em

parentadas, causan m
ucho sufrim

iento a las m
ujeres ya que 

los vínculos m
ás allá de la fam

ilia nuclear son para ellas de 
gran significado para el acceso a colaboración en tareas, el ac-
ceso a sem

illas y la circulación de conocim
ientos.

En la m
edida que en el alto Pastaza las prácticas clientelistas 

dan lugar a alineam
ientos diversos de las com

unidades o de 
fam

ilias frente a las em
presas, estos conflictos tienden a am

-
plificarse, a través del com

portam
iento de personal de la em

-
presa y/o de funcionarios públicos, algo que FED

IQ
U

EP ha 
denunciado repetidam

ente
41. Es el caso de la nueva com

unidad 

40 En la cultura Q
uechua las m

ujeres tienen los m
ism

os derechos de acceso a recur-
sos que los hom

bres.
41 Es el caso de prácticas recurrentes com

o la de priorizar a com
unidades o fam

ilias 
“no rebeldes” en atenciones de salud, servicios sociales o incluso, pretender privile-

G
ráfico 10. Plano de asignación de sectores de chaleo 2010
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de B
rillante, que está integrada principalm

ente por unas pocas 
fam

ilias procedentes de N
uevo Porvenir, que ha sido recono-

cida expeditam
ente por G

O
R

EL com
o com

unidad nativa. Esta 
reclam

a com
o su territorio terrenos que ancestralm

ente han 
correspondido a A

ndoas V
iejo, en la m

argen derecha del río 
Pastaza. Si bien posiblem

ente algunas estas fam
ilias se puedan 

haber hecho uso anteriorm
ente en esta área beneficiándose de 

acuerdos tradicionales internos de uso com
partido de recursos, 

su inscripción com
o com

unidad con aspiración de un título está 
dirigida a contar con áreas propias de trabajo de servicio al 
m

antenim
iento del oleoducto. A

l inscribir la O
ficina A

graria 
de San Lorenzo a esta agrupación de fam

ilias esta dependencia 
no cum

plió con el paso previo de inform
ar a las com

unidades 
vecinas ni de verificar duplicidad en los padrones com

unales 
de los solicitantes y de N

uevo Porvenir, generándose en serio 
conflicto potencial. C

onflictos de este tipo ocurren tam
bién en-

tre Los Jardines y N
uevo A

ndoas por un espacio am
plio que 

estuvo bajo el régim
en de servidum

bre gratuita y cuyo destino 
no ha sido aún consensuado. C

onflictos de ese tipo contribuyen 
a exacerbar clim

a de creciente confrontación que crea zozobra 
en las fam

ilias.

Pacific Stratus Energy del Perú, actual contratista del Perupe-
tro en el lote 192, ha m

antenido el esquem
a de tercerización 

y de asignación de sectores de trabajo, com
o se aprecia en el 

siguiente plano. El siguiente plano tiene la virtud tam
bién de 

m
ostrar en qué m

edida es la em
presa petrolera la que planifica 

el uso del espacio.

giarlas en los procesos de titulación o am
pliación. Estas com

unidades suelen contar 
con apoyo logístico de la em

presa o actualm
ente del m

unicipio distrital de A
ndoas.

G
ráfico 11. Plano de espacios de servidum

bre, trabajo y titulación 
de las com

unidades nativas del L
ote 192, 2016.

La conform
ación de em

presas com
unales a las que la petrolera 

asigna determ
inadas áreas de trabajo ocurre en condiciones en 

las que es la em
presa petrolera la que continúa apropiándose 

de los m
ayores beneficios económ

icos dentro de los territorios 
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indígenas. Es tam
bién ésta la que en la actualidad en últim

a ins-
tancia ejerce el control sobre el aprovecham

iento de tales áreas 
y las actividades económ

icas con potencial de generar ingreso.

7
. E

m
p

e
ñ

o
s
 o

r
g

a
n

iz
a

tiv
o

s
 e

n
 m

a
te

r
ia

 d
e
 s

a
n

e
a

m
ie

n
to

 y
 

    titu
la

c
ió

n

Para los pueblos indígenas el territorio es la base de su existen-
cia y form

a de vida. N
o sorprende que a m

edida que se concre-
tan am

enazas contra la seguridad de su territorio la respuesta 
sea la búsqueda de garantías a través de la titulación com

unal. 
La dem

anda de titulación en el alto Pastaza refleja la existen-
cia de una situación particular en la que no ha tenido lugar un 
proceso de colonización que haya originado un frente dem

o-
gráfico, aunque en algunas com

unidades la presencia de “m
es-

tizos” o inm
igrantes, principalm

ente com
erciantes, es notoria

42. 
En cam

bio, a lo largo del tiem
po, se han hecho presentes en el 

territorio de los Q
uechua diversos concesionarios, y em

presas 
contratistas que han llevado a cabo una ocupación particular 
del territorio a través de la construcción de instalaciones y las 
actividades de explotación. Esta form

a de ocupación ha dado 
lugar a im

pactos am
bientales significativos que redundan de 

form
a directa en la base de recursos y la salud física y m

ental. 
Tiene tam

bién com
o correlato la pérdida de autonom

ía y con-
trol sobre su territorio ya esbozada. 

Para un afuerino que llega a N
uevo A

ndoas por vuelo y luego 
se m

oviliza por las carreteras de servicios de las instalaciones 
la sensación de que está en un enclave es inm

ediata con los 
num

erosos avisos instalados por las sucesivas contratistas en 

42 La instalación de inm
igrantes en las com

unidades no viene acom
pañada de una 

ocupación significativa de áreas productivas, pero la presencia de com
erciantes forá-

neos genera eventualm
ente conflictos internos. En ocasiones este sector poblacional 

pretende desafiar acuerdos com
unales com

o los trabajos com
unales. Situaciones de 

este tipo llevaron a un grupo de fam
ilias Q

uechua a salir de N
uevo A

ndoas, en tiem
-

pos de la O
ccidental, para fundar lo que hoy es N

uevo Porvenir porque los m
estizos 

“las aburrían”, aún si tuvieron que instalarse en el área de un antiguo cem
enterio.
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áreas aledañas a las zonas de servidum
bre: “no cavar sin per-

m
iso de la em

presa”, “peligro”, “ductos al descubierto”, etc. 

Es en estas condiciones que las com
unidades nativas del alto 

Pastaza, crecientem
ente dependientes en lo económ

ico de las 
operaciones en el lote, llevan a cabo la gestión de sus territo-
rios. En este contexto, no puede m

enos que sorprender el hecho 
de que una com

unidad com
o N

uevo A
ndoas, que tiene su terri-

torio fraccionado y ocupado m
asivam

ente por instalaciones pe-
troleras y tiene entre su población a un núm

ero significativo de 
afuerinos, pueda ser efectivam

ente gobernada por sus autorida-
des tradicionales. D

e hecho, éstas m
ovilizan regularm

ente a su 
población para trabajo com

unal, la defensa colectiva y diversas 
iniciativas sociales y cualquier persona o institución sabe que 
debe tratar cualquier asunto con sus autoridades antes que con 
las autoridades civiles designadas por el Estado.

Para las com
unidades del alto Pastaza la titulación no soluciona 

sino una fracción lim
itada de los problem

as ocasionados por 
la superposición de los lotes petroleros pero es un im

perativo 
im

portante tanto para la población de las com
unidades com

o 
para los pueblos indígenas a los que pertenecen. D

urante déca-
das las com

unidades han insistido en su derecho a la seguridad 
territorial pero ni aún la fuerte m

ovilización en el año 2005 
dem

andando titulación, o los apoyos externos obtenidos por 
FED

IQ
U

EP en el año 2006 al efecto, han logrado revertir la 
poca disposición de los funcionarios para apoyar el trabajo de 
titulación com

unal en esta región petrolera. Ese m
ism

o año, la 
im

posición de las servidum
bres gratuitas en territorios com

u-
nales a favor de Pluspetrol N

orte añadió trabas que resultaron 
en la sustracción de éstas áreas de los títulos y am

pliaciones 
com

unales alegando arbitrariam
ente que dichas norm

as esta-

blecían un im
pedim

ento legal para la titulación continua
43.

 En m
arzo del 2008 ocurrieron las fuertes protestas en el alto 

Pastaza a las que se hizo referencia m
ás arriba. Éstas tuvieron 

lugar después de la firm
a del A

cta de D
orissa (firm

ada en oc-
tubre 2006) forzada por la tom

a de pozos de las com
unidades 

A
chuar de la cuenca del río C

orrientes
44.  A

unque en el caso de 
D

orissa los beneficios y logros se habían hecho extensivos a to-
das las com

unidades de la cuenca del C
orrientes, el acta no había 

tenido efectos sobre sobre el río Pastaza (ni el río Tigre) salvo 
en lo que se refiere a la reinyección de las aguas de producción. 
Por esa razón, las m

ovilizaciones y protestas estaban dirigidas 
en gran m

edida a lograr que los acuerdos se hicieran extensivos 
a las otras zonas contam

inadas en los cam
pos de atención de 

salud, la situación alim
entaria y la rem

ediación que se exigían 
debían ir por cuenta de la em

presa. A
sim

ism
o se pedía que se 

estableciera com
isiones para determ

inar el im
pacto en la salud 

y en el am
biente para elaborar una propuesta de reparaciones. 

A
 ello se añadía dem

andas dirigidas a la em
presa concesionaria 

43 Pese a la fragm
entación de su territorio derivada de los procesos históricos de lar-

ga data en el Pastaza el Pueblo Q
uechua conserva el sentido del territorio com

o un 
concepto integral no lim

itado a las áreas que con dificultad han logrado titular. C
abe 

señalar que en el año 2012 el Pueblo Q
uechua inició la elaboración de un expediente 

para el reconocim
iento de su territorio integral, para lo que se elaboró un inform

e 
antropológico, una m

em
oria descriptiva del territorio, cartografía y actas de colin-

dancia con los pueblos A
chuar, K

andozi y K
ukam

a; quedó pendiente la elaboración 
del expediente jurídico.  La com

unidad A
chuar de Titiyacu acordó quedar integrada 

a este territorio, no así aquellas com
unidades A

chuar ubicadas río abajo.
44 N

o puede m
enoscabarse la im

portancia de los acuerdos logrados en esa ocasión 
entre las com

unidades, el Estado y Pluspetrol forzados por la m
asiva protesta de las 

com
unidades del C

orrientes. La m
ovilización logró que el Estado em

pezara a ad-
m

itir que le cabía responsabilidad en la situación am
biental y sus im

pactos sociales. 
A

quella fue probablem
ente la prim

era vez en que el Estado se involucró com
o apa-

rato en atender la protesta local generada por la situación creada por la actuación de 
la em

presa a resultas de la concesión y gestión de los lotes petroleros, aunque desde 
m

ucho antes habían ocurrido m
ovilizaciones en las C

uatro C
uencas.
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relacionadas con cuestión de las cuotas y condiciones de contra-
tación para trabajadores indígenas. La tom

a de una instalación 
estratégica com

o el aeropuerto de A
ndoas, debía perm

itir for-
zar al establecim

iento de una m
esa de diálogo pues los intentos 

previos de concertar un diálogo con la em
presa habían fallado.

A
 solicitud de Pluspetrol la protesta fue respondida con el tras-

lado a N
uevo A

ndoas de un fuerte contingente policial. D
urante 

ese período, m
urió un efectivo policial en un confuso incidente 

lo que resultó en un prolongado juicio penal. En ese contexto 
las com

unidades de N
uevo A

ndoas, N
uevo Porvenir y Los Jar-

dines se vieron obligadas a postergar sus gestiones para obtener 
sus respectivos títulos com

unales a los que Pluspetrol se oponía 
estando en su territorio varias de las principales instalaciones al 
servicio de la actividad petrolera

45.  

A
unque la estrategia de prom

over la constitución de em
presas 

com
unales para tercerizar ciertos servicios estuvo orientada a 

acallar las protestas, en el año 2011 se reiniciaron las m
oviliza-

ciones a lo largo del Pastaza. Esta vez, sin em
bargo, la interpe-

lación de las com
unidades y FED

IQ
U

EP se orientó al Estado 
central y el gobierno regional. C

on una visión de cuenca y te-
rritorio, seguram

ente fortalecida por el program
a de m

onitores 
am

bientales, se sum
aron a estas m

ovilizaciones las com
unida-

des ubicadas fuera del lote, afectadas tam
bién por los proble-

m
as de contam

inación, falta de rem
ediación y abandono. 

45 Los com
uneros tienen la percepción de que tanto la em

presa com
o el Estado po-

nen obstáculos para poder cum
plir los trám

ites y lograr concluir la titulación (Entre-
vista con Em

etreo H
ualinga, 2016).

Teniendo com
o m

arco la term
inación de la concesión del lote 

1A
B

 prevista para el año 2015 y la acum
ulación de agravios y 

om
isiones, un nuevo ciclo de em

peños organizativos para ga-
rantizar derechos se puso en m

archa, a consecuencia de lo cual 
com

unidades y sus federaciones iniciaron un proceso de diálo-
go que duró casi cuatro años.

Fue la conform
ación de la plataform

a PU
IN

A
M

U
D

T la que 
potenció el im

pacto de las m
ovilizaciones en el Pastaza y las 

dem
ás cuencas lo que perm

itió las declaratorias de em
ergencia 

sanitaria y am
biental en cada cuenca, discutir condiciones pre-

vias para la aceptación del inicio del proceso de consulta y la 
firm

a de acuerdos con diversos sectores del Estado en el m
arco 

de la C
om

isión M
ultisectorial “D

esarrollo de las C
uencas del 

Pastaza, Tigre, C
orrientes y M

arañón, D
epartam

ento de Loreto 
(R

.S. N
º 119-2014-PC

M
). 

M
ovilizaciones del P

astaza en el 2012
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En la m
atriz de com

prom
isos y acciones del A

cta suscrita el 10 
de M

arzo del 2015 figuran acuerdos relacionados con el “R
e-

conocim
iento, Saneam

iento Físico Legal y Titulación de las 
com

unidades nativas de las 4 cuencas”.

7
.1  D

em
andas y logros alcanzados 

El tem
a de la titulación del territorio ha sido uno de los as-

pectos centrales en el proceso de diálogo con el Estado y en 
ese cam

po se ha alcanzado ciertos logros pendientes de plena 
ejecución. En relación a la seguridad territorial las federaciones 
levantaron las siguientes dem

andas: la designación de un pre-
supuesto para ejecutar un proyecto consensuado de reconoci-
m

iento, titulación y am
pliación de com

unidades nativas afecta-
das por servidum

bres gratuititas u otros derechos superpuestos, 
la no renovación de las servidum

bres gratuitas al térm
inos de 

los contratos de los lotes 1A
B

 y 8, la titulación integral de los 
territorios com

unales, así com
o el derecho a gozar de com

pen-
sación para com

unidades con o sin título tratándose de territo-
rios indígenas

46.

En m
ateria de saneam

iento físico legal el acta precisó las obli-
gaciones del M

IN
A

G
R

I y G
O

R
EL a partir de acuerdos alcan-

zados durante el año 2015 para los que se asignó recursos. El 
acuerdo com

prom
etió a la ejecución de un plan consensuado 

para la inscripción y saneam
iento físico legal de 100 com

uni-
dades m

ediante la ejecución de un proyecto de inversión públi-
ca de recursos del presupuesto regional para el que el acta esti-

46 En paralelo a las m
esas de diálogo las com

unidades continuaron gestiones de titu-
lación así com

o la exigencia directa a la em
presa en torno al pago de com

pensación 
por servidum

bre.

pulaba un total de 3.5 m
illones de soles de parte del G

obierno 
C

entral y 500 m
il soles de parte del G

O
R

EL.

A
unque con notoria dem

ora, y obligando con ello a las fede-
raciones a intervenir reiteradam

ente ante las autoridades na-
cionales y regionales para su concreción, los recursos com

pro-
m

etidos por el Estado han em
pezado a ser transferidos al ente 

ejecutor en G
O

R
EL

47. 

A
 la fecha, de acuerdo con inform

ación de la D
irección A

graria 
de Loreto, se ha ejecutado una prim

era fase consistente en la 
elaboración m

ism
a del proyecto, la realización de un diagnós-

tico y el inicio del diseño del plan operativo
48.

En diciem
bre del 2015, con m

ucha resistencia del G
O

R
EL, 

cuando pocos avances se habían concretado y las instancias 
regionales com

prom
etidas en el proceso no habían actuado de 

47 Los desem
bolsos han sido tardíos y fragm

entados sin un criterio que tom
e en con-

sideración las actividades y m
etas de cada fase. A

sí, en octubre del 2015, m
ediante 

el D
S N

° 292-2015-EF, autorizó una Transferencia de Partidas de la R
eserva de 

C
ontingencia del M

inisterio de Econom
ía y Finanzas hasta por la sum

a de S/. 412 
105,00, a favor del G

obierno R
egional del D

epartam
ento de Loreto. C

om
o dicho 

presupuesto no perm
itía iniciar procesos de diagnóstico ni de dem

arcación y m
u-

cho m
enos de titulación de las com

unidades, los recursos solo fueron destinados a 
conform

ar los equipos de trabajo. Luego de dicha transferencia (realizada luego de 
7 m

eses de firm
ada el acta), el M

EF tardó cuatro m
eses (29 de abril del 2016) para 

em
itir el D

S N
° 102-2016-EF m

ediante el cual se autorizaba una Transferencia de 
Partidas en el Presupuesto del Sector Público para el A

ño Fiscal 2016, hasta por la 
sum

a de S/. 1 500 000,00 del pliego 013: M
inisterio de A

gricultura y R
iego, a favor 

del pliego 453: G
obierno R

egional del D
epartam

ento de Loreto, para financiar la 
ejecución del proyecto de inversión pública “A

m
pliación del Servicio de C

atastro, 
Titulación y R

egistro de Tierras en las C
om

unidades N
ativas de las C

uencas de los 
R

íos Pastaza, Tigre, C
orrientes y M

arañón, de la Provincia de D
atém

 del M
arañón 

y Loreto, R
egión Loreto”.

48 Es de notar que entre la firm
a del convenio y m

ayo la D
irección R

egional A
graria 

ha cam
biado casi íntegram

ente su equipo profesional para este proyecto, lo cual crea 
dificultades.
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acuerdo a los lineam
ientos consensuados con el Estado, las fe-

deraciones de las C
uatro C

uencas lograron firm
ar con la D

irec-
ción A

graria de Loreto un convenio de titulación por dos años. 
Este establece las responsabilidades, m

etodologías de trabajo 
y plazos para la ejecución del com

prom
iso adquirido m

ediante 
el A

cta del 10 de M
arzo. En el convenio se enfatiza la form

a 
coordinada en que las partes deberán trabajar, la periodicidad 
de las reuniones de coordinación (trim

estrales) entre los repre-
sentantes de G

O
R

EL y las federaciones con el fin de ajustar las 
labores que se llevan a cabo y de las reuniones de evaluación 
del proyecto (sem

estrales). 

A
unque es pronto para evaluar la eficacia del convenio y de los 

resultados del plan, se debe resaltar el logro de las federaciones 
al establecer un m

ecanism
o de co-participación, un principio 

de trabajo exigido perm
anente por PU

IN
A

M
U

D
T en el m

arco 
de la m

esa de diálogo
49. Este  principio abarca la exigencia de 

transparencia en el gasto y rendición de cuentas en la m
edida 

que las federaciones consideran que el proyecto se financia con 
recursos obtenidos a través de su esfuerzo y la participación de 
las com

unidades en el proceso de diálogo con el Estado.
C

on todo, a nivel de saneam
iento físico legal, diversas son las 

dificultades que se puede avizorar, entre las que cabe m
encio-

nar el uso de m
apas base deficientes para la fase de diagnóstico 

y la falta de coordinación con las federaciones antes de algunos 
de los ingresos al cam

po realizados. A
sim

ism
o, la versión pre-

lim
inar de los diagnósticos no tom

a en consideración la dem
an-

da explícita de las com
unidades de que se incorpore a las áreas 

ya dem
arcadas aquellas bajo servidum

bre. D
e acuerdo al plan 

49 C
om

o en algunas ocasiones han com
entado representantes de las federaciones 

“estam
os enseñando a trabajar al Estado” o “lo estam

os civilizando”.

operativo esbozado hasta ahora se procederá a reconocer y titu-
lar com

unidades. A
dem

ás, se actualizará la inform
ación carto-

gráfica im
plicando que se georreferenciará los linderos

50. A
si-

m
ism

o se señala que se atenderá las solicitudes de am
pliación. 

N
o obstante, las federaciones han reportado el incum

plim
iento 

de G
O

R
EL de socializar los diagnósticos con las com

unidades.

C
onstituye todavía una dificultad para un adecuado sanea-

m
iento de las com

unidades la definición de lo que se ha llam
a-

do “m
étodo de barrido” por el cual intervendrán en una zona 

esperar a que se resuelvan los asuntos pendientes relativos a 
acuerdos de colindancia entre com

unidades, indicando que las 
com

unidades que no tengan resueltas sus controversias debe-
rán esperar para ser tituladas. En el caso del alto Pastaza este es 
un asunto no m

enor ya que debido a la práctica instaurada por 
las em

presas petroleras de sectorializar las áreas de trabajo, se 
han ido generado algunos desacuerdos entre varias de las co-
m

unidades en cuyos territorios existen cargas de servidum
bre

51. 
Pese a que FED

IQ
U

EP ha realizado esfuerzos significativos a 
lo largo del 2016 para prom

over arreglos de colindancia entre 
com

unidades, los conflictos que han surgido a raíz de la exis-
tencia de contratos con las em

presas com
unales, atizados por la 

em
presa, ponen en riesgo el que el linderam

iento y la titulación 
y am

pliación de com
unidades se concrete en el corto plazo y 

m
ientras estén disponibles los recursos contenidos por las fede-

raciones a través de su lucha de varios años.

50 N
o está claro cóm

o se resolverá el tem
a de las superposiciones a la hora de usar 

este m
étodo y qué consecuencias tendría para la inscripción de los títulos en R

egis-
tros Públicos.
51 C

om
o se ha señalado, a partir de ello estas áreas adquieren un valor de nuevo 

carácter que dificulta la resolución de conflictos por los m
étodos consuetudinarios.
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A
sim

ism
o, para el caso del alto Pastaza, el G

obierno R
egio-

nal a través de la D
irección de Saneam

iento Físico Legal de la 
Propiedad A

graria (D
ISA

FILPA
) ha anticipado que el m

éto-
do de barrido obligará a llevar a cabo contem

poráneam
ente la 

dem
arcación y las actividades de cam

po para la clasificación 
de suelos. A

l respecto existe cierta incertidum
bre acerca de las 

im
plicancias que este m

étodo im
puesto pueda traer consigo, 

pues se considera que abre el riesgo de que la clasificación de 
los suelos resulte en la determ

inación de su incom
patibilidad 

de ser tituladas y/o que ciertas áreas sean declaradas en cam
bio 

com
o aptas para el establecim

iento de bosques de producción o 
com

o zonas industriales
52.

Em
peñadas com

o están las com
unidades en lograr m

ediante el 
proyecto la titulación y am

pliación com
unal, bajo la iniciativa 

de FED
IQ

U
EP éstas han em

pezado la discusión de acuerdos de 
colindancia entre sí antes del ingreso anunciado por el personal 
técnico de D

ISA
FILPA

, en agosto del 2016. En este proceso 
FED

IQ
U

EP ha alentado la participación de FED
IN

A
PA

, or-
ganización Q

uechua que tiene com
o única base la com

unidad 
de A

ndoas V
iejo. C

om
o se ha señalado, se trata de un asunto 

com
plejo.

A
sí, las com

unidades tituladas de Titiyacu y N
uevo Porvenir 

han llegado a acuerdos que deben facilitar el que la prim
era lo-

gre una am
pliación significativa de su territorio hasta colindar 

con la línea de frontera peruano-ecuatoriana, m
ientras N

uevo 
Porvenir aspira a que quede incorporado en su título un polígo-
no no titulado a nom

bre de com
unidad alguna que se ubica en-

52 A
unque por norm

a tienen prioridad las dem
andas de titulación de las com

unidades 
indígenas por sobre las de otorgam

iento de derechos forestales.

tre am
bas com

unidades (ver m
apa anterior). Lo m

ism
o ocurre 

entre A
ndoas V

iejo y A
im

entsa, am
bos en la m

argen derecha 
del Pastaza. En este caso am

bas com
unidades se proponen lo-

grar una am
pliación de su territorio. Sin em

bargo, el acuerdo de 
colindancia avanzado se ha visto com

plicado por la inscripción 
de la com

unidad de B
rillantes de A

ndoas que reclam
a tierras en 

ese m
ism

o lindero. La solución propuesta últim
am

ente por la 
D

irección R
egional A

graria de Loreto es am
pliar los territorios 

de A
ndoas V

iejo y A
im

entsa, y dem
arcar un área correspon-

diente a las viviendas y parcelas de las fam
ilias que se autode-

nom
inan B

rillantes com
o “zona en controversia”, sin otorgarle 

título.

H
acia el sur, igualm

ente en la m
argen derecha del Pastaza, 

A
ndoas V

iejo y H
uagram

ona no han firm
ado aún un acta de 

colindancia pero no se anticipan problem
as para llegar a un 

acuerdo. N
o se conoce que Los Jardines y A

lianza C
apahuari 

tengan problem
as de lindero. Por su parte, entre N

uevo Porve-
nir y N

uevo A
ndoas, en la m

argen izquierda del Pastaza, exis-
ten ya algunos puntos de acuerdo para lograr la colindancia 
consensuada. Por su parte con relación al caso de conflicto en-
tre Los Jardines y Vencedores existen serias dificultades de que 
se resuelva la situación. La población de Vencedores pertenece 
al padrón com

unal de Los Jardines, com
unidad que logró un 

título en el 2015
53. Las fam

ilias que se han constituido com
o 

Vencedores solicitan su escisión del padrón y buscan que se 
les inscriba com

o anexo y se divida el terreno de Los Jardines 
para titular esas tierras a su nom

bre, o que se les inscriba com
o 

53 El título fue expedido cuando ya existía el conflicto pero D
ISA

FILPA
 no procedió 

a asegurar que existieran acuerdos entre las fam
ilias de uno y otro sector.
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com
unidad aparte

54. 

La situación m
ás com

pleja es la de N
uevo A

ndoas que a la fe-
cha no está titulada aunque fue inscrita com

o com
unidad nativa 

Q
uechua en el año 2007. Su resolución de inscripción (R

esolu-
ción D

irectoral N
° 227-2007-G

R
L-D

R
A

-L) hace referencia de 
m

anera general a que el área de la com
unidad cuenta con “74 

km
 de fondo por 2 km

 de largo”. C
om

o se ha señalado, a dife-
rencia de N

uevo Porvenir, que se allanó al proyecto de plano de 
su actual título a pesar de la exclusión de las áreas entonces en 
servidum

bre gratuita, la com
unidad de N

uevo A
ndoas aspira a 

que las áreas de servicio anteriorm
ente en servidum

bre le sean 
tituladas para no quedar extrem

adam
ente fragm

entada.  

El m
ayor obstáculo a rem

over con relación al saneam
iento físi-

co legal es sin lugar a dudas la insistencia del G
obierno R

egio-
nal en excluir de los títulos com

unales las áreas que fueron da-
das en servidum

bre gratuita en el año 2006. Las federaciones, y 
m

uy especialm
ente FED

IQ
U

EP han insistido ante la D
irección 

R
egional A

graria en relación a este punto, tanto porque legal-
m

ente no existe im
pedim

ento para titular áreas con servidum
-

bre com
o porque las servidum

bres otorgadas para el lote 1A
B

 
ya no subsisten, pues caducaron al térm

ino de dicho contrato. 
En el m

arco del convenio de coordinación con la D
irección 

R
egional A

graria de Loreto ya citado las federaciones de las 
C

uatro C
uencas reunidas en PU

IN
A

M
U

D
T han insistido a 

G
O

R
EL solicitar al M

inisterio de V
ivienda y la Superintenden-

54 C
ualquiera de estas dos soluciones abre la puerta a actuaciones de oficio por parte 

de las direcciones agrarias que incentivan adem
ás la separación de los anexos de 

sus respectivas com
unidades. La titulación difícilm

ente se logrará sobre los terrenos 
que hoy ocupan. D

e ocurrir, se debe incorporar los predios en servidum
bre que les 

corresponda com
o parte de su territorio ancestral.

cia de B
ienes N

acionales la confirm
ación de su caducidad. Esta 

confirm
ación es im

prescindible. D
e acuerdo a la D

irectiva N
º 

002-2011-SB
N

 de la Superintendencia de B
ienes N

acionales el 
Sistem

a de Inform
ación N

acional de B
ienes Estatales (SIN

A
-

B
IP) tiene carácter obligatorio  y el sector de Energía y M

inas 
está obligado a rem

itir al SB
N

 el plano perim
étrico y m

em
oria 

descriptiva “de los terrenos eriazos del Estado que vienen usan-
do las em

presas m
ineras o de hidrocarburos” a título gratuito 

(ítem
 8.2). C

om
o establece el R

eglam
ento de Exploración y 

Explotación de H
idrocarburos, las servidum

bres en terrenos 
del Estado, así com

o su m
odificación se constituyen m

ediante 
R

esolución Suprem
a de acuerdo a un procedim

iento fijado por 
el reglam

ento (art. nº 296)
55. 

En una buena parte de los casos las com
unidades a titular o 

am
pliar han estado afectas a la im

posición de las servidum
bres 

gratuitas y sus títulos fueron expedidos con exclusión de aque-
llas áreas. En la m

esa de diálogo las federaciones han sostenido 
que las servidum

bres gratuitas no deben ser renovadas y de he-
cho, hasta la fecha no hay evidencia de que las que caducaron 
en el lote 1A

B
 lo hayan sido pues que las servidum

bres deben 
constituirse m

ediante R
esolución Suprem

a. Estas servidum
bres 

55 C
on respecto a proyectos de inversión, el titular del proyecto debe solicitar el 

terreno “a la autoridad Sectorial quien requerirá a la Superintendencia N
acional de 

B
ienes Estatales (SB

N
), el otorgam

iento de servidum
bres tem

porales o definitivas 
sobre predios estatales inscritos o no en el R

egistro de Predios. R
ecibido el pedido la 

SB
N

 efectúa el diagnóstico técnico-legal y realiza la entrega provisional del predio, 
en el plazo no m

ayor de 15 días hábiles” cuando se trata de un terreno de propie-
dad del Estado (D

ecreto Suprem
o N

º 054-2013-PC
M

, 16.05.2013). D
e acuerdo al 

D
ecreto Suprem

o N
º 060-2013-PC

M
 (25.05.2013). “El plazo para que la autoridad 

sectorial rem
ita la solicitud del titular del proyecto de inversión pública o privada 

a la Superintendencia de B
ienes Estatales, es de siete (07) días hábiles contados a 

partir del día siguiente de la recepción de la m
ism

a en m
esa de partes, bajo respon-

sabilidad” (D
isposiciones C

om
plem

entarias Finales).
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gratuitas caducas no pueden ser renovadas autom
áticam

ente. 

En cualquier caso la inscripción de las servidum
bres, que no 

fue debidam
ente consultada, puede ser revisada y nuevas so-

licitudes de inscripción sobre el lote 192 no deben ser atendi-
das. Para m

ejor ilustración de la D
irección A

graria de Loreto 
en julio del 2016, en una reunión con ésta, las federaciones 
ofrecieron hacer llegar un análisis jurídico y situacional de las 
servidum

bres de los lotes 1A
B

 y 8 para destrabar el avance 
de la titulación, planteam

iento que fue aceptado por sus altos 
funcionarios. 

A
l cierre del presente docum

ento, la expedición de un inform
e 

técnico del G
O

R
EL al M

inisterio de Energía y M
inas perm

ite 
vislum

brar la posibilidad de que en el contexto del actual pro-
ceso de saneam

iento legal dispuesto por el A
cta del 10.05.2015, 

y al térm
ino de la vigencia de las servidum

bres im
puestas por 

el R
esolución Suprem

a N
º 061 del 2006 sobre el lote 192 (ex 

1A
B

), las autoridades del Estado opten por cautelar efectiva-
m

ente los derechos reconocidos por la legislación.

C
onocida la solicitud de agosto del 2016 de Pacific Stratus 

Energy del Perú, actual contratista del lote 192, de constituir 
en su favor derecho de servidum

bre sobre 18 áreas del “predio 
C

apahuari Sur”, FED
IQ

U
EP insistió en su dem

anda de incor-
poración de las áreas afectadas por el D

S N
º 061 a los títulos 

com
unales. D

espués de que el M
IN

EM
 dejara en claro que co-

rrespondía al G
O

R
EL em

itir opinión técnica sobre la existencia 
de “derechos de propiedad o posesión” sobre estas áreas

56, y 

56 C
itando las funciones transferidas por la Ley O

rgánica de G
obiernos R

egionales 
(2011) y la R

esolución M
inisterial N

º 114-2011-V
IV

IEN
D

A
.

especificara la obligación de “cautela[r] el carácter im
prescrip-

tible, inalienable e inem
bargable de las com

unidades cam
pe-

sinas y nativas”, en agosto del 2016, G
O

R
EL finalm

ente ha 
procedido en ese sentido. R

especto de los predios solicitados 
en servidum

bre gratuita por la em
presa Pacific (contratista en 

el lote en principio hasta agosto del 2017) el gobierno regio-
nal se ha dirigido a la D

irección G
eneral de H

idrocarburos del 
M

IN
EM

 el oficio N
º 772-2016-G

R
L-P, con fecha 25.11.2016, 

indicando que el área en cuestión, solicitada en servidum
bre 

gratuita, “se encuentra superpuesto con territorios ancestrales 
de las com

unidades nativas reconocidas com
o C

C
N

N
 ‘Los Jar-

dines’, C
C

N
N

 ‘N
uevo Porvenir’ y C

C
N

N
 ‘N

uevo A
ndoas’” 

(ver tam
bién gráficos 6 y 7). Es de esperar que, con base en esta 

opinión técnica, que considera el m
ejor derecho, los terrenos 

sean finalm
ente incorporados a los títulos com

unales m
ediante 

am
pliación en los dos prim

eros casos y m
ediante el lindera-

m
iento y titulación en el tercero, la com

unidad de N
uevo A

n-
doas. Para el caso del alto Pastaza la cuestión del tratam

iento 
de las servidum

bres resulta crucial para alcanzar el objetivo 
de titulación establecido en el A

cta del 10 de M
arzo del 2015 

com
o obligación del Estado. D

e otro lado, verbalm
ente D

R
A

L 
ha reconocido que las servidum

bres de paso por el oleoducto 
no obstaculizan la titulación.

Por su parte, el lograr que los terrenos com
unales sean regulari-

zados íntegram
ente en propiedad –sin la lim

itación de la cesión 
en uso en terrenos cuyos suelos hayan sido clasificados com

o 
de uso m

ayor forestal- es m
ás incierto y posiblem

ente requiera 
que el tem

a se resuelva a partir del fallo judicial esperado en 
respuesta a la dem

anda de am
paro arriba m

encionada. 

El últim
o aspecto vinculado a la agenda de titulación y am

plia-
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ción de com
unidades nativas im

pulsadas por las federaciones 
en el contexto de sus m

ovilizaciones y la m
esa de diálogo es el 

que se refiere a la al derecho a gozar de com
pensación para co-

m
unidades con o sin título tratándose de territorios indígenas.

A
 todo lo largo del desarrollo de los espacios de diálogo en-

tre las federaciones de las C
uatro C

uencas y el Estado éstas 
insistieron en que el hecho de que de acuerdo al C

onvenio N
º 

169 de la O
IT el Estado debería reconocer la preexistencia del 

derecho originario de los pueblos sobre su territorio lo que a 
su vez debía reflejarse en el reconocim

iento del derecho de las 
com

unidades a ser com
pensadas por el uso de sus territorios. 

En respuesta a ello el M
inisterio de Energía y M

inas expidió el 
D

ecreto Suprem
o N

º 035-2015-EM
 publicado el 16.11.2015. 

Este m
odifica el art. nº 297 del R

eglam
ento de las A

ctividades 
de Exploración y Explotación de H

idrocarburos (2004) en el 
que se establece: “La constitución del derecho de servidum

-
bre sobre predios cuya titularidad corresponde al Estado será 
gratuita, salvo que el predio a ser gravado esté incorporado a 
algún proceso económ

ico o fin útil, en cuyo caso el C
ontratista 

pagará la correspondiente com
pensación, conform

e a la norm
a-

tividad legal vigente; adicionalm
ente, para los casos a que se 

refiere el artículo 27° de la Ley N
° 30327, Ley de Prom

oción de 
las Inversiones para el C

recim
iento Económ

ico y el D
esarrollo 

Sostenible, en m
ateria de H

idrocarburos, serán considerados 
sujetos de com

pensación por parte del C
ontratista las C

om
uni-

dades N
ativas o C

am
pesinas con reconocim

iento y/o derecho 
habilitante que ejerzan la posesión sobre tierras del Estado”

57.

57 Subrayado nuestro. A
sim

ism
o m

odifica el art. nº 306 estableciendo que pueden 
presentar oposición a la im

posición de servidum
bres “las C

om
unidades N

ativas o 
C

am
pesinas con reconocim

iento y/o derecho habilitante que ejerzan el derecho de 
posesión sobre tierras del Estado” adjuntando docum

entación pertinente para justi-
ficar su oposición” (subrayado nuestro). N

ótese que la práctica de las em
presas ha 

 Esta norm
a debería librar los obstáculos a la titulación de las 

áreas con servidum
bre, así com

o al reconocim
iento de la obli-

gación de com
pensarlas por el uso de sus terrenos. Se entiende 

a partir de ella que de tener el contratista interés en acceder a 
terrenos que corresponden a com

unidades con o sin título el 
contratista debería acudir a los procedim

ientos fijados para el 
establecim

iento de servidum
bres en predios de particulares

58. 

A
 la fecha, tras la term

inación del contrato del lote 1A
B

 se 
conoce que Pacific, que opera en el lote 192 en contrato de ser-
vicios con Perupetro, ha firm

ado al m
enos un “convenio de ser-

vidum
bre”, sea inspirada en esta norm

a o por las circunstancias 
en que opera la em

presa en el lote 192 (un contrato de servicios 
por dos años y aparente interés en una concesión por 30 años).  
Este ha sido form

ulado com
o un “convenio”. En el convenio 

con la com
unidad de N

uevo A
ndoas, que no cuenta con título 

de propiedad, consta que se refiere al “derecho de servidum
bre 

de ocupación paso y tránsito sobre 91 ha. necesarias para la 
operación de Pacific en el lote 192”

59. El convenio firm
ado el 

13.04.2016 es por dos años. 

sido la de no com
pensar de acuerdo a parám

etros explicitados y bien establecidos 
por el uso de terrenos, canteras, etc., sino realizar convenios donde la com

pensación 
es conceptualizada com

o donación. La ley N
º 30327 establece Esta ley establece que 

la utilización de tierras para el ejercicio de actividades m
ineras o de hidrocarburos, 

requiere el acuerdo previo con el propietario o la culm
inación del procedim

iento de 
servidum

bre. 
U

n análisis de diversos convenios de este tipo m
uestra que están form

ulados de m
a-

nera tal que com
pensan en indem

nizan por cualquier daño (¡!) que pudiera ocurrir a 
fututo (C

am
panario &

 D
oyle, 2016).

58 Existen norm
as al respecto que establecen que la solicitud se presentará por escrito 

y el acuerdo deberá ser refrendado por notario público o juez de paz para com
uni-

carlo a la D
irección G

eneral de H
idrocarburos en el lapso 30 días hábiles desde su 

suscripción.
59 El prim

er pago se hizo efectivo el 20.05.2016 com
o lo indica el “A

cta  de pago de 
com

pensación por uso de tierras/servidum
bre. 
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8
. R

e
to

s
 p

o
r
 d

e
la

n
te

C
on las incertidum

bres señaladas, particularm
ente con relación 

a la resolución de la cuestión de las servidum
bres a corto plazo, 

y de no ocurrir trabas que afecten los desem
bolsos futuros del 

M
inisterio de Econom

ía y Finanzas a G
O

R
EL, el saneam

iento 
de las com

unidades del alto Pastaza podría bien ser alcanzado 
en el plazo de vigencia del convenio entre las federaciones y la 
D

irección R
egional A

graria de Loreto, de haber voluntad polí-
tica, con los recursos existentes. 

Q
uedan por delante cuatro retos im

portantes. En prim
er lugar 

–y con relación tanto al tem
a de titulación com

o a los dem
ás 

acuerdos alcanzados por las federaciones de las C
uatro C

uen-
cas- las organizaciones y com

unidades tienen el reto de fortale-
cer su capacidad de incidencia y presión en espacios de gestión 
com

partida con el G
obierno R

egional de Loreto y Estado cen-
tral. Ello para que no se pierdan las oportunidades alcanzadas 
por las luchas llevadas a cabo durante este gobierno, y para 
evitar que el nuevo gobierno pueda desconocer o seguir pos-
tergando la ejecución de los acuerdos logrados. Ello requiere a 
su vez que las federaciones cuenten con recursos para reunirse 
con las instancias com

petentes y para m
antenerse oportuna-

m
ente inform

adas de la im
plem

entación de estos acuerdos a ni-
vel de las com

unidades, de la m
ism

a m
anera que deberán poder 

sostener espacios organizativos para canalizar la inform
ación 

pertinente a sus com
unidades. 

En segundo lugar, para lograr adecuadam
ente alcanzar la m

eta 
de saneam

iento físico legal de las com
unidades es indispensa-

ble que la D
irección R

egional A
graria no se parcialice en fun-

ción de relaciones clientelares previam
ente construidas, com

o 

O
p

in
ió

n
 té

c
n

ic
a
 d

e
l G

O
R

E
L

 s
o
b

r
e
 s

o
lic

itu
d

  d
e
 c

o
n

s
titu

c
ió

n
 d

e
 s

e
r
v
id

u
m

b
r
e
 

en el lote 192 acreditando superposición sobre tierras ancestrales de 
c
o
m

u
n

id
a
d

e
s
 titu

la
d

a
s
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ha ocurrido en el alto Pastaza, ya que ello acarrea el riesgo por 
ahora latente de serios conflictos entre com

unidades. En tercer 
lugar, en razón de la evolución previa de los acontecim

ientos, 
las federaciones –y de m

anera particular FED
IQ

U
EP en el alto 

Pastaza- tienen ante sí el reto de recom
poner las relaciones en-

tre las com
unidades enfrentadas por el acceso a oportunidades 

de trabajo rem
unerados en áreas de servidum

bre. Esto a su vez 
requiere asegurar que terceras partes no se inm

iscuyan y per-
m

itan que los conflictos se saneen sin antes haber llegado a un 
punto álgido de peligrosa confrontación. 

Por últim
o existe el difícil reto de insertar en las prioridades del 

Estado y las políticas públicas el reconocim
iento y defensa de 

los derechos de los pueblos indígenas en un contexto com
o el 

del alto Pastaza en el que aún hay evidencia de que nada ocurre 
sin la anuencia de las em

presas petroleras.  

A
 nivel inm

ediato, adem
ás se requiere que la afirm

ación ex-
traoficial la D

irección R
egional A

graria de Loreto con relación 
a que las servidum

bres “de paso” generadas por la construcción 
del oleoducto establecidas com

o zona de reserva, no im
piden 

la titulación se requerirá un acuerdo para que las áreas pre-
viam

ente excluidas en los planos les sean reintegrados a las 
com

unidades. A
sim

ism
o, se requiere que asegurar que una vez 

resuelta la situación de las servidum
bres exista el com

prom
iso 

de incorporar a los títulos existentes las áreas previam
ente ex-

cluidas y no solo en los títulos y am
pliaciones por expedirse al 

am
paro del acuerdo del 15 de m

arzo del 2015.

La reciente aprobación del D
.L. 1245 que m

odifica el código 
penal y que penaliza el entorpecim

iento al funcionam
iento de 

servicios públicos “estorbando o entorpeciendo el norm
al fun-

cionam
iento del transporte de hidrocarburos con pena privativa 

de libertad no m
enor de cuatro ni m

ayor de seis años (art nº 
283) crea condiciones para crim

inalizar la protesta local de las 
com

unidades de incum
plirse los acuerdos del A

cta del 10 de 
m

arzo del 2015 firm
ados con el Estado. Si bien esta norm

a ha 
sido prom

ulgada presum
iendo que los derram

es del 2016 son 
producto de vandalism

o, quedarían incursos quienes com
o en 

el pasado se han visto obligados a tom
ar algunas instalaciones 

para llam
ar la atención del Estado ante la subsistencia de om

i-
siones en su cum

plim
iento.  

Por últim
o, en térm

inos generales, se debe recordar que no pue-
de el Estado peruano sustraerse de la obligación de adecuar sus 
políticas públicas en esta, y todas las dem

ás m
aterias relaciona-

das con los derechos de los pueblos indígenas, en virtud de los 
tratados internacionales que Perú ha ratificado y teniendo en 
cuenta que, de acuerdo con el artículo 27 de la C

onvención de 
V

iena sobre el D
erecho de los Tratados, ningún Estado puede 

“invocar las disposiciones de su derecho interno com
o justifi-

cación del incum
plim

iento de un tratado”. C
orresponde pues 

que el Estado peruano responda a la dem
anda de linderar y 

titular los territorios indígenas de m
anera integral.
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Este documento ilustra de manera flagrante cómo los intereses 
de la industria extractiva, priorizados por el Estado, han blo-
queado por cuatro décadas el derecho constitucional de comu-
nidades Quechua del alto Pastaza a la protección de sus tierras 
con un título legal, lo han postergado, o han llevado a la cons-
titución de títulos comunales arbitrariamente fragmentados por 
las servidumbres gratuitas que les fueron impuestas.


